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SESIONES ORDINARIAS
2007

ORDEN DEL DIA Nº 3219

SUMARIO: Declaración de validez del decreto 1.108
de fecha 16 de agosto 2007. (5.180-D.-2007.)

I. Dictamen de mayoría
II. Dictamen de minoría

III. Dictamen de minoría

I
Dictamen de mayoría

Honorable Cámara:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite Le-
gislativo ley 26.122 prevista en los artículos 99, in-
ciso 3, y 100, incisos 12 y 13 de la Constitución Na-
cional ha considerado el expediente referido al
decreto del Poder Ejecutivo nacional 1.108 de fecha
16 de agosto de 2007 mediante el cual se modifica
el Presupuesto General de la Administración Públi-
ca Nacional para el ejercicio 2007.

En virtud de los fundamentos que se exponen en
el informe adjunto, y por los que oportunamente
ampliará el miembro informante, se aconseja la apro-
bación del siguiente

Proyecto de resolución

 La Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVE:

1. Declarar la validez del decreto 1.108 de fecha
16 de agosto de 2007.

2. Comuníquese al Poder Ejecutivo.
De acuerdo con las disposiciones pertinentes,

este dictamen pasa directamente al orden del día.
Sala de la comisión, 7 de noviembre de 2007.

Jorge M. Capitanich. – Diana B. Conti. –
Luis F. J. Cigogna. – Gustavo E. Ferri.
– Jorge A. Landau. – Agustín O. Rossi.
– Patricia Vaca Narvaja. – Nicolás A.
Fernández. – María C. Perceval.

INFORME

Honorable Cámara:

I. Antecedentes

La Constitución Nacional, antes de la reforma de
1994, establecía en forma clara y terminante la
doctrina de la separación de las funciones del
gobierno, precisando uno de los contenidos bási-
cos asignados a la forma republicana prevista en
su artículo 1°.

La clásica doctrina de la división de los poderes,
concebida por el movimiento constitucionalista
como una de las técnicas más eficaces para la de-
fensa de las libertades frente a los abusos gestados
por la concentración del poder, y que fue comple-
mentada con la teoría de los controles formulada por
Karl Loewenstein, revestía jerarquía constitucional
y era uno de los pilares elementales sobre los cua-
les se estructuraba la organización gubernamental
de la Nación.

Gregorio Badeni 1 señala: “…Las funciones del ór-
gano ejecutivo han aumentado en los sistemas de-
mocrático-constitucionales como consecuencia de
la ampliación de la actividad estatal. Y, si bien esa
tendencia se refleja en todos los órganos guberna-
mentales, su proyección resulta mucho más signifi-
cativa en el Poder Ejecutivo debido a que su fun-
ción no se limita a la simple ejecución de las leyes,
sino que se extiende, en forma global, a la gestión
y administración de los asuntos públicos, y a la de-
terminación del plan de gobierno…”.

En este orden de ideas, el citado constitucio-
nalista destaca: “…La expansión de las funciones
ejecutivas no configura, necesariamente, una corrup-
tela constitucional por cuanto ella puede ser conva-
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1 Badeni, Gregorio, Reglamentación de la Comisión
Bicameral Permanente, “La Ley”, 2006-D, página 1229.
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lidada mediante una interpretación dinámica y razo-
nable de la ley fundamental….2

”En el ámbito de la vida social, política o econó-
mica de una Nación –agrega Badeni– pueden pre-
sentarse situaciones graves de emergencia genera-
doras de un estado de necesidad cuya solución
impone que se adopten medidas urgentes para neu-
tralizar sus efectos perjudiciales o reducirlos a su
mínima expresión posible. Cuando esas medidas,
constitucionalmente, deben revestir carácter legis-
lativo, las demoras que a veces se producen en el
trámite parlamentario pueden privarlas de eficacia
temporal, y ello justificaría su sanción inmediata por
el órgano ejecutivo, ya sea en forma directa o como
consecuencia de una delegación congresual…”.3

La reforma constitucional de 1994 dejó atrás la dis-
cusión doctrinaria y jurisprudencial que en el mar-
co del paradigma instaurado por los constituyen-
tes de 1853/60 se planteaba.4

A partir de la reforma, la facultad que la Consti-
tución Nacional le atribuye excepcionalmente al Po-
der Ejecutivo, más allá de las posturas doctrinarias
ha adquirido “carta de ciudadanía constitucional,
por lo que ya no tiene sentido discutir si la proce-
dencia de esta clase de reglamentos se apoya en el
ensanche, o bien, en la superación de las fuentes
constitucionales. En tal sentido, su validez consti-
tucional encuentra apoyo expreso en el artículo 99,
inciso 3, de la Constitución reformada”.5

En procura de una regulación del poder atribui-
do al presidente de la Nación se establecieron me-
canismos tendientes a resolver el uso y la instru-
mentación de tres decretos cuyas características han
sido tipificados en nuestra Constitución Nacional:
a) los decretos de necesidad y urgencia; b) los dic-
tados en virtud de delegación legislativa y c) los
de promulgación parcial de las leyes.

Estos decretos han sido consagrados expresa-
mente en los artículos 99, inciso 3, 76, 80, y 100,
incisos 12 y 13, de la Constitución Nacional.

El artículo 99 en su parte pertinente establece:
CAPÍTULO TERCERO. Atribuciones del Poder Eje-

cutivo. Artículo 99. “El presidente de la Nación tie-
ne las siguientes atribuciones:
……………………………………………………………

”3. Participa de la formación de las leyes con
arreglo a la Constitución, las promulga y hace pu-
blicar. El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso
bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir
disposiciones de carácter legislativo. Solamente
cuando circunstancias excepcionales hicieran impo-
sible seguir los trámites ordinarios previstos por
esta Constitución para la sanción de las leyes, y no
se trate de normas que regulen materia penal,
tributaria, electoral o el régimen de los partidos po-
líticos, podrá dictar decretos por razones de nece-
sidad y urgencia, los que serán decididos en acuer-
do general de ministros que deberán refrendarlos,
conjuntamente con el jefe de Gabinete de Ministros.

”El jefe de Gabinete de Ministros personalmente
y dentro de los diez días someterá la medida a con-
sideración de la comisión bicameral permanente,
cuya composición deberá respetar la proporción de
las representaciones políticas de cada Cámara. Esta
comisión elevará su despacho en un plazo de diez
días al plenario de cada Cámara para su expreso tra-
tamiento, el que de inmediato considerarán las Cá-
maras. Una ley especial sancionada con la mayoría
absoluta de la totalidad de los miembros de cada
Cámara regulará el trámite y los alcances de la in-
tervención del Congreso”.

CAPÍTULO CUARTO. Atribuciones del Congreso. Ar-
tículo 76. “Se prohíbe la delegación legislativa en el
Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de
administración o de emergencia pública, con plazo
fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la
delegación que el Congreso establezca.

”La caducidad resultante del transcurso del pla-
zo previsto en el párrafo anterior no importará revi-
sión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo
de las normas dictadas en consecuencia de la dele-
gación legislativa”.

CAPÍTULO QUINTO: De la formación y sanción
de las leyes. Artículo 80. “Se reputa aprobado por
el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el
término de diez días útiles. Los proyectos desecha-
dos parcialmente no podrán ser aprobados en la
parte restante. Sin embargo, las partes no observa-
das solamente podrán ser promulgadas si tienen au-
tonomía normativa y su aprobación parcial no alte-
ra el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado
por el Congreso. En este caso será de aplicación el
procedimiento previsto para los decretos de nece-
sidad y urgencia”.

CAPÍTULO CUARTO: Del jefe de Gabinete y demás
ministros del Poder Ejecutivo: Artículo 100:
……………………………………………………………

“12. Refrendar los decretos que ejercen faculta-
des delegadas por el Congreso, los que estarán
sujetos al control de la comisión bicameral perma-
nente.

”13. Refrendar juntamente con los demás minis-
tros los decretos de necesidad y urgencia y los de-

2 Badeni, Gregorio, obra citada.
3 Badeni, Gregorio, obra citada.
4 Joaquín V. González se pronunciaba a favor de la

constitucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia
siempre que ellos fueran sometidos a consideración del Ho-
norable Congreso de la Nación. Manual de la Constitución
Argentina, 1890.

En una postura distinta, se ubica Linares Quintana, si-
guiendo el criterio ortodoxo de que lo que no está previsto
en la ley no se puede hacer.

5 Cassagne, Juan Carlos, La configuración de la potes-
tad reglamentaria, “La Ley”, 2004-A, 1144.
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cretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá
personalmente y dentro de los diez días de su san-
ción estos decretos a consideración de la comisión
bicameral permanente.”

La introducción de los institutos denominados
“decretos de necesidad y urgencia” y “facultades
delegadas” en el nuevo texto constitucional de 1994,
implica poner reglas a una situación de excepción
y, por lo tanto, al estricto control que la Constitu-
ción Nacional le atribuye al Congreso Nacional.

Sin embargo ella no ha previsto el trámite ni los
alcances de la intervención del Congreso sino que
lo ha dejado subordinado a una ley especial.

La ley 26.122 sancionada el 20 de julio de 2006
regula el trámite y los alcances de la intervención
del Congreso respecto de los decretos que dicta el
Poder Ejecutivo nacional: a) de necesidad y urgen-
cia, b) por delegación legislativa y c) de promul-
gación parcial de leyes.

El título II de la ley 26.122 establece el régimen
jurídico y la competencia de la comisión bicameral
permanente y, en su artículo 5º, precisa que ella es-
tará integrada por ocho (8) diputados y ocho (8)
senadores, designados por el presidente de sus res-
pectivas Cámaras.

La resolución del presidente de la Honorable Cá-
mara de Diputados de la Nación 1.130 de fecha 12
de octubre de 2006, ha designado a los señores di-
putados de la Nación, miembros de dicha Comisión.

En igual sentido, el presidente de la Honorable
Cámara de Senadores de la Nación ha emitido los
decretos 54 de fecha 13 de octubre de 2006 y 57 de
fecha 25 de octubre de 2006.

En este orden de ideas, es norma de esta comi-
sión plantear un criterio amplio al analizar las cir-
cunstancias de carácter excepcional que operan
como supuesto fáctico-jurídico-político que autori-
za el empleo del instituto del decreto de necesidad
y urgencia.

De Vega García afirma con acierto que la función
del supuesto fáctico es doble, porque por una
parte se constituye en la situación de hecho –la ne-
cesidad urgente– habilitante para que el Poder Eje-
cutivo pueda ejercer las facultades legislativas in-
dispensables e inevitables para la solución de la
crisis; por otro lado, esta situación de hecho se con-
vierte también en condición de contenido de la
norma de necesidad y urgencia, “porque parece
lógico que sus preceptos contengan la respuesta
más adecuada al supuesto que el gobierno alega al
dictar este tipo de instrumentos”.6

Es de vital importancia esta definición, ya que se-
rán luego los órganos de control quienes deberán
valorar si se han reunido los requisitos en el su-

puesto de hecho que autoriza al Poder Ejecutivo a
hacer uso de dicha facultad.

La doctrina en general se refiere al supuesto fác-
tico como aquel acontecimiento o situación que de-
termina la emergencia que ocasiona la crisis institu-
cional que impide al Poder Ejecutivo ejercer sus
facultades constitucionales de un modo más ade-
cuado, llevando al estado de necesidad política que
desemboca en la asunción de dichas facultades por
parte del Poder Ejecutivo.

Sin embargo, Pérez Hualde, Lagaz y Lacambara,
entienden que existe aún un supuesto previo que
es el de la vigencia de un sistema republicano
que contemple en especial uno de los requisitos
básicos, como lo es el principio de división de
poderes.

En conclusión, al supuesto fáctico lo precede un
supuesto institucional complejo que se compone de
la existencia de un sistema con división de poderes
o de funciones de distintos órganos y con un pro-
cedimiento de elaboración de leyes. Si no existen
estos antecedentes, no se dará la posibilidad de exis-
tencia del decreto de necesidad y urgencia.

Superado este debate doctrinario, el dictado del
Poder Ejecutivo de normas de rango legislativo so
pretexto de la existencia de una situación de hecho
que impide el pronunciamiento por parte del órga-
no al cual, según la Constitución, le corresponde
actuar, no es un fenómeno novedoso para el dere-
cho político.

Entre sus antecedentes más antiguos, se detecta
la presencia de estos instrumentos en la Carta de
Restauración Francesa y en la Ley Fundamental de
Prusia de 1850.

Asimismo, son numerosas las constituciones eu-
ropeas que han contemplado la posibilidad de exis-
tencia de aquellas situaciones extraordinarias de ne-
cesidad y urgencia, estableciéndolas en sus textos
en forma expresa, tales como la Constitución de la
República Española y en sudamérica, las constitu-
ciones de Brasil, Colombia y Perú, entre otras.

En este sentido, este es el marco fáctico en el cual
la Convención Constituyente de 1994 introdujo los
decretos de necesidad y urgencia en la Constitu-
ción Nacional Argentina, receptados en el artículo
99, inciso 3.

La norma precitada establece como presupuesto
para dictar decretos de necesidad y urgencia: la exis-
tencia de “circunstancias excepcionales” que “ha-
cen imposible recorrer el procedimiento
legislativo”.7

Conforme la postura desarrollada por Germán
Bidart Campos, la “necesidad” es algo más que con-

6 Pérez Hualde, Alejandro, Decretos de necesidad y ur-
gencia, Buenos Aires, Depalma, 1995.

7 Bidart Campos, Germán, Tratado elemental de dere-
cho constitucional argentino, Buenos Aires, EDIAR, 1995,
tomo VI.
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veniencia, en este caso, parece ser sinónimo de im-
prescindible. Se agrega “urgencia”, y lo urgente es
lo que no puede esperar. “Necesario” y “urgente”
aluden, entonces, a un decreto que únicamente pue-
de dictarse en circunstancias excepcionales en que,
por ser imposible seguir con el procedimiento nor-
mal de sanción de las leyes, se hace imprescindible
emitir sin demora alguna el decreto sustantivo.8

Por su parte, la convalidación del dictado de este
tipo de decretos vino de la mano de la Corte Supre-
ma de Justicia de la Nación a través del caso
“Peralta”,9 ya que se le reconoció expresamente al
presidente de la Nación la facultad de dictar este
tipo de normas.

En el caso precitado, los actores iniciaron una ac-
ción de amparo ante el dictado del decreto 36/90 que
convertía los contratos bancarios a plazo fijo en bo-
nos de deuda pública (Plan Bonex).

Sin embargo, a pesar de su reconocimiento juris-
prudencial, la Corte Suprema de Justicia impuso una
serie de reglas que debe contener el dictado de este
tipo decretos por parte del órgano administrador
para su procedencia.

Estas circunstancias fácticas que debían configu-
rarse eran:

“… una situación de grave riesgo social que pu-
siese en peligro la existencia misma de la Nación y
el Estado –ésta constituirá la causa por la cual se
considera válido el decreto– […] razonabilidad de
las medidas dispuestas […] relación entre los me-
dios elegidos por la norma y los fines de ésta […]
examen de la proporcionalidad de las medidas y el
tiempo de vigencia de ellas [...] inexistencia de otros
medios alternativos adecuados para lograr los fines
buscados […] convalidación del Congreso, expre-
sa o tácita…”.

Asimismo, sostuvo que “no necesariamente el
dictado por parte del Poder Ejecutivo de normas
como el decreto 36/90 determina su invalidez cons-
titucional por la sola razón de su origen”.

Puede reconocerse la validez constitucional de
una norma como la contenida en el decreto 36/90,
dictada por el Poder Ejecutivo, fundado en dos ra-
zones fundamentales: a) que en definitiva el Con-
greso Nacional, en ejercicio de poderes constitucio-
nales propios, no adopte decisiones diferentes en
los puntos de política económica involucrados; b)
porque ha mediado una situación de grave riesgo
social, frente a la cual existió la necesidad de medi-
das súbitas del tipo de las instrumentadas en el de-
creto, cuya eficacia no parece concebible por me-
dios distintos a los arbitrados (considerando 24).

La Corte ha caracterizado al supuesto fáctico
habilitante para el dictado de un decreto de necesi-
dad y urgencia como “una situación de grave ries-
go social frente a la cual existió la necesidad de me-
didas súbitas” (considerando 24).

En este sentido, la Corte Suprema definió la emer-
gencia económico-social como aquella “situación
extraordinaria que gravita sobre el orden económi-
co-social, con su carga de perturbación acumulada,
en variables de escasez, pobreza, penuria o indigen-
cia, origina un estado de necesidad que hay que
ponerle fin” (considerando 43).

Asimismo, el alto tribunal consideró la razona-
bilidad de la medida atendiendo a “la circunstancia
de que los medios arbitrados no parecen desmedi-
dos en relación a la finalidad que persiguen” (con-
siderando 48).

El Poder Judicial tiene la potestad de examinar la
existencia o no del estado de necesidad y razona-
bilidad, ejerciendo el control de constitucionalidad
sobre la materia regulada, en un caso que sea so-
metido a su juicio y donde se haya afectado algún
derecho constitucional.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 28 de la
Constitución Nacional 10 controlará la razonabilidad
de la medida, que consiste en la adecuación de los
medios dispuestos con los fines que se pretenden
lograr, exigiendo que en las normas de emergencia
exista una proporcionalidad entre las limitaciones
impuestas y las circunstancias extraordinarias que
se pretenden superar, sin que se produzca una alte-
ración en la sustancia de los derechos constitucio-
nalmente reconocidos.

El criterio expuesto por la CSJN respecto de su
facultad de ejercer el control de constitucionalidad
con relación a los decretos de necesidad y urgen-
cia ha sido variable.

Mientras en el caso “Peralta” convalidó el dicta-
do de este tipo de decretos y estableció los presu-
puestos fácticos que deben concurrir para la pro-
cedencia de su dictado; en el caso “Rodríguez”,11

la CSJN se refirió a la legitimidad de los decretos de
necesidad y urgencia y a su control político en ca-
beza del Poder Legislativo. Se discutió quién posee
la atribución jurisdiccional para controlar este tipo
de decretos.

Asimismo, consideró que los legisladores que
habían interpuesto la acción de amparo carecían de
legitimación activa; lo mismo sostuvo respecto del
Defensor del Pueblo, pero consideró que el jefe de
Gabinete tenía legitimación para actuar.

En esta oportunidad, la CSJN defendió la legiti-
midad de los decretos de necesidad y urgencia y

8 Bidart Campos, Germán, Los decretos de necesidad y
urgencia, Columna de opinión, “La Ley”, 27-2-01.

9 “La Ley”, 1991-C, 158.

10 Artículo 28: “Los principios, garantías y derechos re-
conocidos en los anteriores artículos, no podrán ser altera-
dos por las leyes que reglamenten su ejercicio”.
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de su control político en cabeza del Poder Legisla-
tivo. Sostuvo que la jueza de grado carecía de ju-
risdicción para intervenir en el caso por ausencia
de gravamen, caso, causa o controversia, pues de-
cidió sobre un conflicto –que por su naturaleza– es
ajeno a la resolución judicial, mediando –en conse-
cuencia– una invasión de la zona de reserva de otro
poder (considerando 6°).

Sin embargo, a pesar de lo dicho precedentemen-
te, consideró que ello no implica una convalidación
del decreto (de necesidad y urgencia) 842/97 “en
tanto que esa norma, como integrante del ordena-
miento jurídico, es susceptible de eventuales cues-
tionamientos constitucionales –antes, durante o
después de su tratamiento legislativo y cualquiera
fuese la suerte que corriese ese trámite– siempre
que, ante un ‘caso concreto’ –inexistente en la es-
pecie–, conforme las exigencias del artículo 116 de
la Constitución Nacional, se considere en pugna con
los derechos y garantías consagrados en la Ley
Fundamental” (considerando 23).

Es decir, que limita la facultad de control del Poder
Judicial ante la presencia de agravio concreto (exami-
na si se cumplieron los requisitos formales de proce-
dencia y el límite material), siendo el Congreso –depo-
sitario de la voluntad popular– a quien la Constitución
Nacional le atribuye la excluyente intervención en el
contralor de los DNU (considerando 17).

En este caso, la CSJN renunció expresamente a
ejercer el control de constitucionalidad de los de-
cretos de necesidad y urgencia, con base en la fal-
ta de caso y carencia de agravio concreto.

En cambio, en el caso “Verrochi” 12 cambia el cri-
terio sostenido en el fallo precedente y declara la
inconstitucionalidad de los decretos (de necesidad
y urgencia) 770/96 y 771/96 emitidos por el Poder
Ejecutivo nacional en 1996, que suprimían la per-
cepción del salario familiar a aquellas personas que
cobren más de mil pesos.

En el caso precitado, la CSJN ejerce un control
de constitucionalidad amplio y analiza también la
razonabilidad de la medida, al abocarse a examinar
si se cumplieron las exigencias formales y materia-
les en el dictado de este tipo de normas, admitien-
do el ejercicio de facultades legislativas por parte
del Poder Ejecutivo nacional.

En este sentido, la CSJN considera que “se hace
bajo condiciones de rigurosa excepcionalidad y con
sujeción a exigencias materiales y formales, que
constituyen una limitación y no una ampliación de
la práctica seguida en el país…” (considerando 8°).

En el considerando 9° analiza las dos circunstan-
cias habilitantes para el dictado de este tipo de nor-

mas, de conformidad con el artículo 99, inciso 3, de
la Constitución Nacional y sostiene que “correspon-
de al Poder Judicial el control de constitucionalidad
sobre las condiciones bajo las cuales se admite esa
facultad excepcional, que constituyen las actuales
exigencias constitucionales para su ejercicio. Es atri-
bución de este tribunal en esta instancia evaluar el
presupuesto fáctico que justificaría la adopción de
decretos de necesidad y urgencia…”.

En el considerando 11, la CSJN sostuvo que la
carencia de ley que regule el trámite y alcances de
la intervención del Congreso, exigía una mayor res-
ponsabilidad por parte del Poder Judicial en el ejer-
cicio del control de constitucionalidad, por lo cual,
confirma la sentencia del a quo que declaraba in-
constitucionales los decretos 770/96 y 771/96. En el
presente caso ejerció un control amplio de las cir-
cunstancias fácticas y jurídicas del dictado del de-
creto en cuestión.

En el caso “Risolía de Ocampo”,13 se declararon
inconstitucionales varios artículos del DNU 260/97,
que disponía el pago en cuotas de las indemni-
zaciones por accidentes de tránsito ocasionados por
el transporte público de pasajeros, con invocación
de la emergencia económica de esas empresas y de
las aseguradoras.

El fundamento central para descalificar esta nor-
mativa fue que protegían intereses de individuos o
grupos, no intereses generales de la sociedad.

De esta forma, la CSJN en el caso precitado agre-
gaba un requisito más a la facultad de dictar decre-
tos de necesidad y urgencia: la protección de inte-
reses generales de la sociedad.

En el caso “Guida”,14 la CSJN se pronunció por
la constitucionalidad del decreto de necesidad y
urgencia 290/95 que había dispuesto la reducción
de los salarios de los agentes de la administración
pública.

Uno de los principales argumentos de la Corte
para declarar la constitucionalidad del decreto pre-
citado, fue su ratificación mediante la sanción de la
ley 24.624.

A juicio de la CSJN, dicha ratificación importaba la
intervención del Congreso en los términos que seña-
la la Constitución y un reconocimiento de la emer-
gencia invocada por el Poder Ejecutivo nacional.

Los ministros Nazareno, Moliné O’Connor y
López, que integraron la mayoría, coincidieron en
la legitimidad de la medida, pues sostuvieron que
“…la ratificación del decreto de necesidad y urgen-
cia 290/95 mediante el dictado de la ley 24.624 tra-
duce, por parte del Poder Legislativo, el reconoci-
miento de una situación de emergencia invocada por

12 “Verrochi, Ezio D. c/Administración Nacional de
Aduanas”, CS, 1999-8-19, “Fallos”, 322:1726, “La Ley”,
1999-E, 590.

13 “Risolía de Ocampo, María José c/Rojas, Julio César
s/ ejecución de sentencia”, CS, “Fallos”, 323:1934.

14 “Guida, Liliana c/Poder Ejecutivo s/empleo público”,
CS, “Fallos”, 323:1566.
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el Poder Ejecutivo para su sanción, a la vez que im-
porta un concreto pronunciamiento del órgano le-
gislativo a favor de la regularidad de dicha norma.
Ese acto legislativo es expresión del control que
–en uso de facultades privativas– compete al Con-
greso de la Nación conforme al artículo 99, inciso 3,
de la Constitución Nacional, pues la sanción de la
ley 24.624 demuestra que el tema fue considerado
por ambas Cámaras, como lo exige el precepto cons-
titucional, las que se pronunciaron en forma total-
mente coincidente con lo dispuesto por el Poder
Ejecutivo nacional al enfrentar la crisis…” (consi-
derando 6°).

En el caso precitado, el voto del ministro Carlos
Fayt señaló que “tal como lo recordó el tribunal en
la causa ‘Verrochi’ (‘Fallos’, 322:1726), para que el Po-
der Ejecutivo pueda ejercer válidamente facultades
legislativas, que en principio le son ajenas, es nece-
saria la concurrencia de alguna de estas dos circuns-
tancias: 1°) que sea imposible dictar la ley mediante
el trámite ordinario previsto por la Constitución, vale
decir que las Cámaras del Congreso no puedan re-
unirse por circunstancias de fuerza mayor que lo im-
pidan, o 2°) que la situación que requiere solución
legislativa sea de una urgencia tal que deba ser re-
mediada inmediatamente, en un plazo incompatible
con el que demanda el trámite normal de las leyes.
Esta última es la situación que debe entenderse pre-
sente en el caso…” (considerando 6°).

“Que la doctrina elaborada por esta Corte en tor-
no a la nueva previsión constitucional, no difiere
en lo sustancial del recordado precedente de ‘Fa-
llos’, 313:1513. Sin embargo, en este último se valo-
ró el silencio del Poder Legislativo como una con-
validación tácita con consecuencias positivas
(considerando 25). Nada de ello en cambio, sería en
principio posible de afirmar hoy, frente al ineludible
quicio constitucional que condiciona estrictamente
la existencia misma de la voluntad del Congreso en
su manifestación positiva (artículo 82 de la Consti-
tución Nacional). No obstante, de esta regulación
minuciosa de una facultad que por definición se
considera existente, no podría derivarse como con-
clusión que la ausencia de reglamentación legal del
artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional deje
inerme a la sociedad frente a las situaciones que el
propio texto constitucional ahora prevé como excep-
cionales y, por tanto, merecedoras de remedios del
mismo carácter” (considerando 7°).

Fayt agregó que “en el caso concreto que nos
ocupa, el Congreso Nacional, haciéndose cargo de
su necesaria intervención en cuestiones de hondo
y sensible contenido social –más allá de las impli-
cancias presupuestarias que obviamente ostenta y
que en última instancia son la razón misma de la me-
dida– ha asumido esa intervención legitimadora, con
lo que puede darse por satisfecho el recaudo cons-
titucional antes indicado. Ello, claro está, no des-
carta sino refuerza el necesario control de constitu-

cionalidad inherente al Poder Judicial de la Nación,
conforme fue recordado por el tribunal en la causa
‘Verrochi’ ya citada”. (considerando 9°.)

En este mismo orden de ideas, el citado ministro
de la CSJN destacó que “en cuanto al contenido
mismo de la medida cuestionada, deben entenderse
reunidos los requisitos que condicionan su validez,
de acuerdo a la ya conocida doctrina de la emer-
gencia” (considerando 10).

Por todo lo expuesto, se revoca el fallo de la ins-
tancia anterior y se declara la constitucionalidad del
decreto.

Entre los administrativistas, Juan Carlos Cassag-
ne define a los reglamentos como “todo acto unila-
teral que emite un órgano de la administración pú-
blica, creador de normas jurídicas generales y
obligatorias, que regula, por tanto, situaciones ob-
jetivas e impersonales”.15

Los reglamentos constituyen fuentes del derecho
para la administración pública, aun cuando proce-
den de ella misma, ya que integran el bloque de le-
galidad, al cual los órganos administrativos deben
ajustar su cometido. Desde el punto de vista cuan-
titativo, constituyen la fuente de mayor importan-
cia del derecho administrativo, habida cuenta de que
no sólo son emitidos por el Poder Ejecutivo, sino
también por los demás órganos y entes que actúan
en su esfera.

En lo que concierne a la naturaleza de la activi-
dad reglamentaria, la doctrina clásica consideraba
que constituía una actividad administrativa, mien-
tras que para Cassagne “la actividad reglamentaria
traduce una actividad materialmente legislativa o
normativa, ya que se trata del dictado de normas
jurídicas de carácter general y obligatorias por par-
te de órganos administrativos que actúan dentro de
la esfera de su competencia, traduciendo una acti-
vidad jurídica de la administración que se diferen-
cia de la administrativa por cuanto ésta es una acti-
vidad inmediata, práctica y concreta tendiente a la
satisfacción de necesidades públicas, encuadrada
en el ordenamiento jurídico”.16

Conforme la terminología utilizada por la Ley Na-
cional de Procedimientos Administrativos (LNPA),
los reglamentos se denominan también actos de al-
cance o contenido general.

Para la LNPA el reglamento es un acto de alcan-
ce general, expresión que comprende a los meros
actos de alcance general que no integran el orde-
namiento jurídico.

“Sin embargo –señala Cassagne– la figura del re-
glamento no agota todas las situaciones que tradu-

15 Cassagne, Juan Carlos, La configuración de la potes-
tad reglamentaria, “La Ley”, 2004-A, 1144.

16 Cassagne, Juan Carlos, La configuración de la potes-
tad reglamentaria, “La Ley”, 2004-A, 1144.
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cen la emisión de actos de alcance o contenido ge-
neral en sede administrativa. Las normas generales
que sólo tienen eficacia interna en la administración
o que están dirigidas a los agentes públicos –ins-
trucciones de servicio, circulares– no producen efec-
tos jurídicos respecto a los particulares. Su princi-
pal efecto jurídico se deriva del deber de obediencia
jerárquica del inferior al superior”.17

Tal y como expresa Cassagne, la caracterización
jurídica de los reglamentos surge de la circunstan-
cia de encontrarse sujetos a un régimen jurídico
peculiar que los diferencia de las leyes en sentido
formal, de los actos administrativos y de las instruc-
ciones de servicio, circulares y demás reglamentos
internos.

En el orden nacional, los reglamentos pueden pro-
venir de la administración, de la Legislatura o del
Poder Judicial, ya que las normas de carácter gene-
ral dictadas por el Congreso o por los organismos
judiciales, sin el carácter formal de las leyes o sen-
tencias, son también reglamentos, sujetos, en prin-
cipio, al mismo régimen jurídico que los dictados
por la administración.

La sustancia de un acto de alcance general de
contenido normativo, que integra el ordenamiento
jurídico, es la del “reglamento”, con independencia
del órgano o ente estatal que lo produzca, siendo
indiferente desde el punto de vista jurídico la utili-
zación de distintos términos.

Conforme la vinculación o relación de los regla-
mentos con las leyes, los primeros se clasifican se-
gún la doctrina en ejecutivos, autónomos, delega-
dos y de necesidad o urgencia.18

Los reglamentos ejecutivos o de ejecución son
los que dicta el Poder Ejecutivo en ejercicio de las
facultades atribuidas por el artículo 99, inciso 2, de
la Constitución Nacional, para asegurar o facilitar
la aplicación o ejecución de las leyes, regulando de-
talles necesarios para el mejor cumplimiento de las
leyes y de las finalidades que se propuso el legisla-
dor.

Por su parte, el dictado de reglamentos autóno-
mos o independientes corresponde, en principio, al
Poder Ejecutivo de acuerdo a la distribución de fun-
ciones que realiza la Constitución Nacional, la cual,
en su artículo 99, inciso 1, le atribuye responsabili-
dad política por la administración general del país.

Marienhoff afirma que el reglamento autónomo es
dictado por el Poder Ejecutivo en materias acerca
de las cuales tiene competencia exclusiva de acuer-
do a textos o principios constitucionales. Sostiene
que, así como existe una zona de reserva de la ley

que no puede ser invadida por el poder administra-
dor, también hay un ámbito de competencias, reser-
vado a la administración en la cual el Poder Legis-
lativo no puede inmiscuirse, como consecuencia del
principio de separación de los poderes.19

Con la reforma constitucional de 1994 quedó su-
perado el debate doctrinario respecto de los regla-
mentos delegados,20 al contemplar expresamente la
delegación legislativa en el artículo 76.

En dicha norma constitucional, si bien genérica-
mente se prohíbe la delegación legislativa en el Po-
der Ejecutivo, seguidamente se la admite respecto
de dos materias determinadas: a) de administración,
y b) de emergencia pública.

Tal y como se ha expuesto ut supra, hasta la re-
forma constitucional de 1994 se debatía en doctrina
acerca de la validez constitucional de los denomi-
nados reglamentos de necesidad y urgencia.21

Mientras un sector, encabezado por los adminis-
trativistas, se inclinaba por su validez constitucio-
nal y recibía el apoyo de la realidad jurisprudencial
aunque dentro de ciertos límites, otra corriente
doctrinaria entendía que resultaban violatorios del
sistema de la Constitución de 1853/60 por conside-
rar, sustancialmente, que afectaban el principio de
la división de los poderes.22

17 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.
18 Clasificación desarrollada en Cassagne, Juan Carlos, La

configuración de la potestad reglamentaria, “La Ley”,
2004-A, 1144.

19 Definición señalada en Cassagne, Juan Carlos, obra
citada.

20 Se sostenía que el Congreso no podía delegar sus atri-
buciones al Poder Ejecutivo.

21 Miguel A. Ekmekdjian (en su obra Manual de la Cons-
titución Argentina, Buenos Aires, Depalma, 1997) entiende
que no es correcto llamar a estas normas reglamentos, pues-
to que son normas de sustancia legislativa y no obstante
ello, son dictadas por el Poder Ejecutivo nacional, y adop-
ta la denominación de “decretos leyes” al referirse a este
tipo de instrumentos.

22 En este orden de ideas, Ekmekdjian se encuentra en-
tre quienes defienden la inconstitucionalidad de los llama-
dos reglamentos de necesidad y urgencia, fundando su pos-
tura en la afectación del principio de división de poderes, y
olvidando conforme al criterio de esta comisión el verda-
dero origen de la teoría de frenos y contrapesos elaborado
por Montesquieu y adoptada por nuestra Constitución his-
tórica de 1853/60. En este sentido, y compartiendo la ex-
posición de Cassagne “…la atribución de la potestad regla-
mentaria al Ejecutivo responde a los principios de equilibrio,
que están en la base de la teoría de Montesquieu, permitien-
do su ejercicio no sólo para reglamentar las leyes del Con-
greso, sino también para dictar normas generales en deter-
minadas situaciones que derivan tanto de sus propias
facultades como órgano jerárquico superior de la adminis-
tración pública (ex artículo 86, inciso 1, Constitución Na-
cional) como de las atribuciones vinculadas al estado de ne-
cesidad y a la eficacia de la realización de los fines
constitucionales (esto último, a través de la figura de la de-
legación), facultades que deberá ejercer, en cualquier caso,
bajo el control permanente del Congreso…” (Cassagne, Juan
Carlos, La configuración de la potestad reglamentaria, “La
Ley”, 2004-A, 1144).
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Y tal como lo ha expresado Cassagne: 23 “…La
concepción de la denominada doctrina de la sepa-
ración de los poderes o, según prefieren algunos,
de la división de los poderes, elaborada por
Montesquieu (bajo la innegable influencia de Locke),
ha dado lugar a numerosas y diferentes interpreta-
ciones jurídicas que olvidan la naturaleza eminen-
temente política y hasta sociológica de esta teoría.
Precisamente, al abordar el estudio del poder regla-
mentario, en cualquier ordenamiento constitucional
positivo, hay que analizar primero el sistema, su rea-
lidad y los antecedentes que le han servido de fuen-
te, pues recién después de esa labor el intérprete
estará en condiciones para determinar el modo en
que la Constitución ha recepcionado el principio di-
visorio en lo que atañe a la articulación entre la ley
y el reglamento.

La teoría expuesta por Montesquieu en El espí-
ritu de las leyes reposa, como es sabido, en la ne-
cesidad de instaurar un equilibrio entre los órganos
que ejercen el poder estatal. Parte de reconocer que
las personas que poseen poder tienden normalmen-
te a su abuso, por lo cual considera imprescindible
la institución en el Estado de un sistema de pesos
y contrapesos, de modo que los poderes puedan
controlarse recíprocamente y que el equilibrio resul-
tante, permita el juego de los cuerpos intermedios
de la sociedad y favorezca la libertad de los ciuda-
danos.24

Lejos de predicar la primacía del Poder Legislati-
vo o el acantonamiento de las funciones típicas de
cada poder (en sentido orgánico la concepción de
Montesquieu –antes que transferir el monopolio de
la actividad legislativa al Parlamento (como preten-
dió Rousseau)– se ocupó de la división del Poder
Legislativo, asignando al Poder Ejecutivo funciones
colegislativas (vgr. veto, iniciativa y convocatoria)
y estableciendo un sistema bicameral, con el objeto
de impedir el predominio y el abuso del órgano
parlamentario. El centro de la concepción, aun cuan-
do el principio no tuvo acogida en las Constitucio-
nes que se dictaron durante la Revolución France-
sa, lo constituye, sin duda, la ubicación del Poder
Judicial en el esquema divisorio, concebido como
órgano imparcial para juzgar y resolver las contro-
versias, con independencia de los otros dos pode-
res…”.25

Conforme el análisis realizado ut supra, este pre-
cepto faculta al Poder Ejecutivo a emitir decretos
por razones de necesidad y urgencia, cuando
se produzcan “circunstancias excepcionales” que

“…hicieran imposible seguir los trámites previstos
por esta Constitución para la sanción de las leyes
y no se trate de normas que regulen materia penal,
tributaria, electoral o el régimen de los partidos po-
líticos”.26

Por todo lo expuesto, es criterio de esta comisión
analizar en lo pertinente la existencia del supuesto
fáctico-jurídico-político que habilita el dictado de
los instrumentos precitados por parte del Poder Eje-
cutivo, conforme a los requisitos establecidos ex-
presamente por la Constitución Nacional en el ar-
tículo 99, inciso 3 –la existencia de circunstancias
excepcionales que imposibiliten seguir el procedi-
miento legislativo ordinario y la necesidad y urgen-
cia de suplir dicho trámite mediante un decreto–;
sumado esto, a los principios sentados por la juris-
prudencia elaborada a través de los diferentes fa-
llos de la Corte Suprema de la Nación, tales como la
existencia de un grave riesgo social, asegurar la con-
tinuidad y vigencia de la unidad nacional y la pro-
tección de los intereses generales de la sociedad y
no de determinados individuos.

II. Objeto

Se somete a dictamen de esta Comisión el decre-
to del Poder Ejecutivo nacional 1.108 de fecha 16
de agosto de 2007 mediante el cual se modifica el
Presupuesto General de la Administración Pública
Nacional para el ejercicio 2007.

II.a. Análisis del decreto

El Poder Ejecutivo nacional ha dejado constan-
cia en el último de los considerandos del citado de-
creto que él se dicta en uso de las atribuciones con-
feridas al Poder Ejecutivo nacional por el artículo
99, inciso 3, de la Constitución Nacional.

La ley 26.122, en el capítulo I del título III se re-
fiere a los dictámenes de la Comisión Bicameral Per-
manente respecto de los decretos de necesidad y
urgencia estableciendo en su artículo 10 que esta
Comisión debe expedirse expresamente sobre la
adecuación del decreto a los requisitos formales y
sustanciales establecidos constitucionalmente para
su dictado.

La lectura del artículo 99, inciso 3, de la Consti-
tución Nacional permite distinguir como requisitos
formales: a) la firma del señor presidente de la Na-
ción; b) la firma de los señores ministros y del se-
ñor jefe de Gabinete de Ministros –dictado en
acuerdo general de ministros– y refrendado junta-
mente con el señor jefe de Gabinete de Ministros;

23 Cassagne, Juan Carlos, Sobre fundamentación y los
límites de la potestad reglamentaria de necesidad y urgen-
cia, “La Ley”, 1991-E, 1179.

24 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.
25 Cassagne, Juan Carlos, obra citada.

26 Cabe destacar que en Estados Unidos los citados de-
cretos reciben la denominación de executives orders, las cuales
son órdenes ejecutivas, una facultad propia por la ley se-
gunda fundamental de la Constitución de los Estados Uni-
dos que establece la capacidad del presidente para legislar
sobre facultades e instituciones e incluso sobre la propia
Constitución.
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y c) la remisión del señor jefe de Gabinete de Mi-
nistros a la Comisión Bicameral Permanente; y como
requisitos sustanciales: a) razones de necesidad y
urgencia y b) en orden a la materia, puede dictar
normas de contenido típicamente legislativo, siem-
pre que no trate materia penal, tributaria, electoral o
el régimen de los partidos políticos.

El decreto 1.108/07 en consideración ha sido de-
cidido en acuerdo general de ministros y refrenda-
do por el señor presidente de la Nación, doctor
Néstor Kirchner, el señor jefe de Gabinete de Mi-
nistros, doctor Alberto A. Fernández y los señores
ministros, de conformidad con el artículo 99, inciso
3, párrafo 3.

Asimismo, se encuentra cumplido el último requi-
sito formal referido a la obligación del jefe de Gabi-
nete de Ministros de someter la medida a conside-
ración de la Comisión Bicameral Permanente dentro
de los 10 días.

Conforme al artículo 99, inciso 3, párrafo 4, se ele-
va el presente despacho en cumplimiento del plazo
establecido.

La posición adoptada por la Comisión tiene fun-
damento en el artículo 82º de la Constitución Na-
cional que establece “La voluntad de cada Cámara
debe manifestarse expresamente; se excluye, en to-
dos los casos, la sanción tácita o ficta” y en el prin-
cipio de seguridad jurídica que exige que se man-
tenga la vigencia de los decretos de necesidad y
urgencia hasta tanto él sea derogado formalmente
por el Congreso.27

Corresponde a continuación analizar el cumpli-
miento de los requisitos sustanciales en el dictado
del decreto 1.108/07.

En los considerandos del precitado decreto, el
Poder Ejecutivo nacional destaca que, con poste-
rioridad al envío al Honorable Congreso de la Na-
ción del entonces proyecto de presupuesto para el
ejercicio 2007, se otorgaron diversas mejoras sala-
riales para el personal de la administración nacional
que no se encuentran previstas en los créditos pre-
supuestarios correspondientes al presente ejercicio.

Asimismo, los incrementos en las remuneraciones
dispuestos en el corriente ejercicio para los agentes
que prestan servicios en la administración nacional,
empresas del Estado y otros entes contemplados en
el artículo 8º de la Ley de Administración Financiera
y de los Sistemas de Control del Sector Público Na-
cional 24.156 y sus modificatorias tampoco cuentan
con las previsiones presupuestarias para atender el
pago de las retribuciones pertinentes.

En este sentido, el mencionado artículo 8º de la
Ley de Administración Financiera y de los Sistemas
de Control del Sector Público Nacional 24.156, en
su parte pertinente establece lo siguiente:

“Ley 24.56 - Artículo 8º: Las disposiciones de esta
ley serán de aplicación en todo el sector público
nacional, el que a tal efecto está integrado por:

”a) Administración nacional, conformada por la
administración central y los organismos descentra-
lizados, comprendiendo en estos últimos a las ins-
tituciones de seguridad social;

”b) Empresas y sociedades del Estado que abar-
ca a las empresas del Estado, las sociedades del Es-
tado, las sociedades anónimas con participación es-
tatal mayoritaria, las sociedades de economía mixta
y todas aquellas otras organizaciones empresaria-
les donde el Estado nacional tenga participación
mayoritaria en el capital o en la formación de las de-
cisiones societarias;

”c) Entes públicos excluidos expresamente de la
administración nacional, que abarca a cualquier or-
ganización estatal no empresarial, con autarquía fi-
nanciera, personalidad jurídica y patrimonio propio,
donde el Estado nacional tenga el control mayori-
tario del patrimonio o de la formación de las deci-
siones, incluyendo aquellas entidades públicas no
estatales donde el Estado nacional tenga el control
de las decisiones;

”d) Fondos fiduciarios integrados total o
mayoritariamente con bienes y/o fondos del Esta-
do nacional.

”Serán aplicables las normas de esta ley, en lo re-
lativo a la rendición de cuentas de las organizacio-
nes privadas a las que se hayan acordado subsi-
dios o aportes y a las instituciones o fondos cuya
administración, guarda o conservación está a car-
go del Estado nacional a través de sus jurisdiccio-
nes o entidades.”

Por su parte, el artículo 9º de la ley 26.075 crea en
el ámbito del Ministerio de Educación, Ciencia y
Tecnología, el Programa Nacional de Compensación
Salarial Docente, cuyo objetivo es contribuir a la
compensación de las desigualdades en el salario ini-
cial docente en aquellas provincias que presentan
dificultades financieras. La mencionada norma, en
su parte pertinente, establece lo siguiente:

“Ley 26.075 - Artículo 9º: Créase, en el ámbito del
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología, el
Programa Nacional de Compensación Salarial Do-
cente, cuyo objetivo será el contribuir a la compen-
sación de las desigualdades en el salario inicial do-
cente en aquellas provincias en las cuales se evalúe
fehacientemente que, a pesar del esfuerzo financie-
ro destinado al sector y de las mejoras de la eficien-
cia en la asignación de los recursos, no resulte po-
sible superar dichas desigualdades.

”En la reglamentación de la presente ley, el Po-
der Ejecutivo nacional, con la participación del Con-

27 Esta posición ha sido sostenida por autores como
Bidart Campos, Pérez Hualde, Cassagne, entre otros, quie-
nes han señalado que ni siquiera una ley que reglamente el
trámite y alcance de la intervención del Congreso podrá
prescribir que el silencio implique la aprobación tácita del
decreto de necesidad y urgencia.
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sejo Federal de Cultura y Educación, fijará criterios
de asignación tendientes a compensar las desigual-
dades existentes entre las diferentes jurisdicciones
mediante un porcentaje de los recursos determina-
dos en el artículo 4° que se destinarán al Programa
Nacional de Compensación Salarial Docente, así
como su operatoria y los requisitos que deberán
cumplir las provincias y la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires para acceder a los recursos.”

Es por ello que, el Poder Ejecutivo nacional con-
sidera necesario incrementar los créditos vigentes
de la jurisdiccion 70 - Ministerio de Educación, Cien-
cia y Tecnología, a los efectos de incorporar las su-
mas correspondientes al ejercicio 2007, que permi-
tan dar continuidad a los compromisos asumidos
por el Estado nacional con relación al Programa Na-
cional de Compensación Docente.

Es preciso destacar que es política del gobierno
nacional concretar una importante cantidad de obras
públicas y de infraestructura energética, priorizando
las acciones en materia de energía, vivienda, infra-
estructura vial y de saneamiento.

Asimismo, resulta indispensable continuar con
las acciones que se vienen desarrollando en mate-
ria de mejora del transporte ferroviario, automotor
y aerocomercial.

Por lo expuesto ut supra, el Poder Ejecutivo na-
cional destaca que, hasta tanto se realicen los aná-
lisis definitivos de las necesidades presupuestarias
para el ejercicio 2007, resulta imperativo reforzar los
créditos presupuestarios necesarios para atender
aquellos casos de urgente asistencia financiera, a
fin de evitar dificultades en el normal funcionamien-
to de la administración nacional.

En otro orden, mediante la ley 25.967 de presu-
puesto general de la administración nacional para
el ejercicio 2005 se estableció un aporte al Tesoro
nacional que debía efectuar el Instituto Nacional de
Asociativismo y Economía Social, organismo des-
centralizado dependiente del Ministerio de Desarro-
llo Social.

En función de dicha norma, el instituto realizó par-
cialmente el aporte, por lo que resulta necesario in-
corporar al Ppesupuesto vigente los créditos y fuen-
tes financieras que permitan efectivizar el saldo
adeudado.

Asimismo, en los considerandos del precitado
decreto, el Poder Ejecutivo nacional deja constan-
cia que, mediante el artículo 72 de la ley 26.198 de
Presupuesto General de la Administración Nacional
para el ejercicio 2007 se faculta al señor jefe de
Gabinete de Ministros a asignar al programa 17 -
Formación y sanción legislativa de la jurisdiccion
01 - Poder Ejecutivo nacional, la suma de pesos cinco
millones ochocientos noventa y cinco mil
($ 5.895.000) para el cumplimiento de los programas
destinados a personas de existencia ideal con
personería jurídica y sin fines de lucro, mediante

asignaciones de préstamos no reintegrables y/o con
financiamiento compartido.

En los considerandos del precitado decreto, el Po-
der Ejecutivo nacional considera necesario reducir los
aportes al Tesoro nacional establecidos por la ley
mencionada en el considerando precedente, que de-
ben efectuar el Instituto Nacional de Promoción Tu-
rística, organismo descentralizado dependiente de la
Presidencia de la Nación y la Secretaría de Turismo,
dependiente de la Presidencia de la Nación, por cuan-
to la determinación de los mismos se originó en una
sobrestimación en el cálculo de recursos.

Asimismo, en atención a lo dispuesto por el ar-
tículo 76 de la ley 26.198 corresponde asignar la
suma de pesos trescientos mil ($ 300.000) al Progra-
ma 22 - Revisión de cuentas nacionales y pesos tres-
cientos mil ($ 300.000) al Programa 23 - Revisión de
cuentas nacionales, ambos dependientes de la ju-
risdiccion 01 - Poder Legislativo nacional.

En otro orden, el Poder Ejecutivo nacional deja
constancia que se deben incrementar los créditos
vigentes de la jurisdiccion 91 – Obligaciones a car-
go del Tesoro, a los efectos de registrar las coloca-
ciones de títulos públicos, emitidos como conse-
cuencia del Programa de Reordenamiento del
Sistema Financiero previsto por el decreto 905 de
fecha 31 de mayo de 2002.

En este orden, resulta necesario prever las auto-
rizaciones para registrar el costo de las colocacio-
nes de bonos del gobierno nacional bajo la par, rea-
lizadas durante el ejercicio.

Asimismo, resulta necesario autorizar al Ministe-
rio de Planificación Federal, Inversión Pública y Ser-
vicios, en orden a lo dispuesto por el artículo 15 de
la ley 24.156 de administración financiera y de los
sistemas de control del sector público nacional y
sus modificatorias, para que proceda a iniciar la obra
correspondiente a la ampliación y mejoramiento de
la red hidrológica nacional.

Es preciso destacar que, durante el presente ejer-
cicio se ha verificado una mayor recaudación
tributaria, no prevista en los recursos del presu-
puesto vigente producto del crecimiento de la acti-
vidad económica y la aplicación de eficaces accio-
nes en materia de administración tributaria y control
de la evasión impositiva.

En ese marco se aprecia un incremento en la per-
cepción de los ingresos provenientes principalmen-
te de los impuestos al valor agregado (IVA), a las
ganancias y a los derechos de exportación y a las
exportaciones.

En consecuencia, el Poder Ejecutivo nacional
considera necesario actualizar el cálculo de recur-
sos para el presente ejercicio a los fines de atender
las obligaciones mencionadas precedentemente que
no cuentan con asignaciones presupuestarias.

De este modo, por la incorporación de recursos
que se contempla en el presente para el Instituto
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Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), para
el Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI)
para el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad
Agroalimentaria (SENASA), todos ellos organismos
descentralizados dependientes del Ministerio de
Economía y Producción, y para el Ministerio de Re-
laciones Exteriores, Comercio Internacional y Cul-
to, resulta pertinente exceptuarlos del aporte al Te-
soro nacional que deben realizar de acuerdo con lo
previsto por el artículo 9º de la ley 26.198.

Es dable precisar que, conforme el artículo 37 de
la ley 24.156, modificado por el artículo 1º de la ley
26.124 dispone que quedan reservadas al Honora-
ble Congreso de la Nación las decisiones que afec-
ten el monto total del presupuesto, el monto del
endeudamiento previsto y el incremento de las par-
tidas que se refieran a gastos reservados y de in-
teligencia, resultantes estas últimas de las mejoras
salariales a que se hizo referencia anteriormente.

No obstante ello, y habida cuenta que la materia
regulada por el presente decreto no se encuentra
comprendida en las materias expresamente prohibi-
das por la Constitución Nacional para el dictado de
decretos de necesidad y urgencia,–por no tratarse
de materia penal, tributaria, electoral o el régimen
de partidos políticos– y atento a la urgencia en re-
solver las situaciones expuestas resulta imperioso
adoptar las medidas proyectadas, configurando una
circunstancia excepcional que hace imposible seguir
los trámites ordinarios previstos por la Constitución
Nacional para la sanción de las leyes.

El espíritu legislativo no ha variado atento a que,
en definitiva, el Congreso en ejercicio de sus atri-
buciones constitucionales propias no ha adoptado
decisiones diferentes en los puntos de política in-
volucrados.28

En razón a la materia regulada en el presente de-
creto conforme se indicara ut supra, dichas medi-
das no incursionan en las materias expresamente
prohibidas por la Constitución Nacional para tales
actos –por no tratarse de materia penal, tributaria,
electoral o el régimen de partidos políticos–, verifi-
cándose el cumplimiento de los recaudos formales
que la Carta Magna impone para ellos, encontrán-
dose asimismo suficientemente acreditadas las ra-
zones de urgencia y excepcionalidad invocadas para
su dictado.

III. Conclusión

Por los fundamentos expuestos, encontrándose
cumplidos en lo que respecta al dictado del decreto
1.108/07, los requisitos formales y sustanciales es-
tablecidos en el artículo 99 inciso 3 de la Constitu-

ción Nacional y de conformidad con los términos
del artículo 10 de la ley 26.122, la comisión propone
que se resuelva declarar expresamente la validez del
decreto de necesidad y urgencia del Poder Ejecuti-
vo nacional 1.108/07.

Jorge M. Capitanich.

II
Dictamen de minoría

RECHAZO

Honorable Cámara:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite
Legislativo (ley 26.122) ha considerado el mensaje
355 del jefe de Gabinete de Ministros por medio del
cual se comunica el dictado del decreto de necesi-
dad y urgencia (DNU) 1.108/07 y se lo remite para
consideración y dictamen de esta comisión en cum-
plimiento de lo dispuesto por el artículo 99, inciso
3, de la Constitución Nacional y por los artículos
2º, 10 y 19 de la ley 26.122.

Por los fundamentos que se exponen en el infor-
me acompañado, y por los que oportunamente am-
pliará el miembro informante, se aconseja la apro-
bación del siguiente:

Proyecto de resolución

La Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVE:

1. Rechazar el decreto de necesidad y urgencia
1.108/2007 por falta de adecuación a los requisitos
sustanciales establecidos constitucionalmente para
su dictado, todo ello de conformidad con lo esta-
blecido por el artículo 99, inciso 3, de la Constitu-
ción Nacional y los artículos 10, 22 y 24 de la ley
26.122.

2. Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional (ar-
tículo 26 de la ley 26.122), juntamente con sus fun-
damentos.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes,
este dictamen pasa directamente al orden del día.

Sala de la comisión, 7 de noviembre de 2007.

Oscar R. Aguad. – Pedro Naidenoff. –
Ernesto R. Sanz.

INFORME

Honorable Cámara:

1. Intervención legal

1.1.  La Comisión Bicameral y las Cámaras

El Congreso Nacional, luego de doce años de pro-
ducida la última reforma constitucional, ha dado
cumplimiento formal a la previsión del artículo 99,
inciso 3°, de la Constitución Nacional (CN) sobre

28 Ambos presupuestos han sido delineados como bási-
cos para la validez de los DNU en el voto de la mayoría en
el caso “Peralta”. Corte Suprema de Justicia (“Fallos”
313:1513) (“La Ley” 1990-D, 131).
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los decretos de necesidad y urgencia (DNU), al san-
cionar la “ley especial” que rige el trámite y el al-
cance de la intervención del Congreso y conformar
la Comisión Bicameral Permanente, recaudos ambos
exigidos por dicha enmienda para dar validez a este
tipo de normas.

La parte final de la norma dice: “…Una ley espe-
cial sancionada con la mayoría absoluta de la tota-
lidad de los miembros de cada Cámara regulará el
trámite y los alcances de la intervención del Con-
greso.”

No es frecuente que la Constitución califique de
especial a una ley. Alejandro Pérez Hualde 1 señala
que: “Cuando la Constitución califica de ‘especial’
a una ley dicho adjetivo no es intrascendente. La
noción de ley especial denota … la existencia de
normas que representan una excepción con respec-
to a otras de alcance más general. La característica
última de la ley especial consiste pues, en que, si
ésta no existiera, su supuesto de hecho quedaría
automáticamente comprendido en el más amplio de
la ley de alcance general…

”Por ello entonces la especialidad otorga a la ley
un relevante papel en cuanto a que su contenido
es específico del instituto que regula y, en caso de
antinomias con otras normas, se convierte en crite-
rio para resolver dándole preferencia tal como ocu-
rre con otros criterios como el jerárquico normativo
o el cronológico.

”Este análisis hace que consideremos de real im-
portancia la calificación que la Carta Magna ha otor-
gado a esta ley especial ya que será ella la que rija
el trámite y el alcance de la intervención del Con-
greso sin que quepan análisis analógicos de otras
normas generales que regulan el procedimiento par-
lamentario o de sanción de las leyes. La ley a
dictarse, en razón de su especialidad, en su conte-
nido estará sujeta únicamente a la Constitución y
no a otras leyes de trámites parlamentarios fueran
éstas anteriores o posteriores a ella.”

Respecto de la intervención de las cámaras y la
Comisión Bicameral Permanente el artículo 99, inci-
so 3º, en lo pertinente, dispone: “… El jefe de Gabi-
nete de Ministros personalmente y dentro de los
diez días someterá la medida a consideración de la
Comisión Bicameral Permanente, cuya composición
deberá respetar la proporción de las representacio-
nes políticas de cada cámara. Esta comisión elevará
su despacho en un plazo de diez días al plenario de
cada cámara para su expreso tratamiento, el que de
inmediato consideraran las cámaras….”

El artículo 100, incisos 12 y 13, CN, lo siguiente:
“… Al jefe de Gabinete de Ministros, con respon-
sabilidad política ante el Congreso de la Nación, le
corresponde: … 12. Refrendar los decretos que ejer-
cen facultades delegadas por el Congreso, los que
estarán sujetos al control de la Comisión Bicameral
Permanente.” “13. Refrendar juntamente con los de-
más Ministros los decretos de necesidad y urgen-
cia y los decretos que promulgan parcialmente le-
yes. Someterá personalmente y dentro de los diez
días de su sanción estos decretos a consideración
de la Comisión Bicameral Permanente.”

Respecto de la intervención de la Comisión
Bicameral Permanente el artículo 2º de la ley 26.122
establece: “La Comisión Bicameral Permanente pre-
vista en los artículos 99, inciso 3; y 100, incisos 12
y 13 de la Constitución Nacional se rige por esta
ley y las disposiciones de su reglamento interno; y
tiene competencia para pronunciarse respecto de los
decretos: a) de necesidad y urgencia; b) por dele-
gación legislativa; y c) de promulgación parcial de
leyes, dictados por el Poder Ejecutivo nacional en
los términos de los artículos 99, inciso 3; 76; 80 y
100, incisos 12 y 13 de la Constitución Nacional.”

El artículo 10 de la ley citada dispone además que:
“La Comisión Bicameral Permanente debe expedirse
acerca de la validez o invalidez del decreto y elevar
el dictamen al plenario de cada cámara para su ex-
preso tratamiento. El dictamen debe pronunciarse
expresamente sobre la adecuación del decreto a los
requisitos formales y sustanciales establecidos
constitucionalmente para su dictado. Para emitir dic-
tamen, la Comisión Bicameral Permanente puede
consultar a las comisiones permanentes competen-
tes en función de la materia.”

Los siguientes artículos de la ley también refie-
ren a las cámaras y la Comisión Bicameral Perma-
nente, en lo pertinente, de la siguiente manera:

“Incumplimiento. Artículo 18: En caso de que el
jefe de Gabinete no remita en el plazo establecido a
la Comisión Bicameral Permanente los decretos que
reglamenta esta ley, dicha Comisión se abocará de
oficio a su tratamiento. Para ello, el plazo de diez
días hábiles para dictaminar, se contará a partir del
vencimiento del término establecido para la presen-
tación del jefe de Gabinete.

”Despacho de la Comisión Bicameral Perma-
nente. Artículo 19: La Comisión Bicameral Permanen-
te tiene un plazo de diez días hábiles contados des-
de la presentación efectuada por el jefe de Gabinete,
para expedirse acerca del decreto sometido a su con-
sideración y elevar el dictamen al plenario de cada
una de las cámaras. El dictamen de la comisión debe
cumplir con los contenidos mínimos establecidos,
según el decreto de que se trate, en los capítulos I,
II, III del presente título.

”Tratamiento de oficio por las Cámaras. Artícu-
lo 20: Vencido el plazo a que hace referencia el ar-

1 Pérez Hualde, Alejandro. Decretos de necesidad y ur-
gencia: su ley especial. Derecho Constitucional de la Re-
forma de 1994 –II–, Ed. Dpalma Buenos Aires. 1995; pá-
ginas 226 y subsiguientes.
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tículo anterior sin que la Comisión Bicameral Per-
manente haya elevado el correspondiente despa-
cho, las Cámaras se abocarán al expreso e inmedia-
to tratamiento del decreto de que se trate de
conformidad con lo establecido en los artículos 99,
inciso 3; y 82 de la Constitución Nacional.

”Plenario. Artículo 21: Elevado por la comisión
el dictamen al plenario de ambas cámaras, éstas de-
ben darle inmediato y expreso tratamiento.

”Pronunciamiento. Artículo 22: Las Cámaras se
pronuncian mediante sendas resoluciones. El recha-
zo o aprobación de los decretos deberá ser expreso
conforme lo establecido en el artículo 82 de la Cons-
titución Nacional.” “Cada Cámara comunicará a la
otra su pronunciamiento de forma inmediata.”

En función de lo expuesto esta Comisión
Bicameral actúa en el marco de su competencia ejer-
ciendo su control y elevando su despacho,2 respec-
to de lo actuado por el Poder Ejecutivo nacional,
para su expreso tratamiento por el plenario de las
cámaras de acuerdo con lo dispuesto por la CN y la
ley 26.122.

2. Análisis del DNU

El rechazo del DNU propuesto en el proyecto de
resolución, y motivo del informe, se funda en las
razones y consideraciones siguientes:

2.1. Consideraciones generales

2.1.1. En primer lugar es preciso destacar que el
decreto ha sido dictado invocando el artículo 99,
inciso 3, de la Constitución Nacional.

Sentado ello, y de acuerdo a las facultades con-
feridas al Poder Ejecutivo nacional por nuestra Car-
ta Magna, corresponde expedirse a esta comisión
de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 99, inciso
3, CN, y los artículos 2º, 10 y 19 de la ley 26.122.

El citado artículo 99, inciso 3, de la Constitución
Nacional dispone que el Poder Ejecutivo nacional
no podrá en ningún caso bajo pena de nulidad ab-
soluta e insanable, emitir disposiciones de carácter
legislativo.

Solamente cuando circunstancias excepcionales
hicieran imposible seguir los trámites ordinarios pre-
vistos por esta Constitución para la sanción de las
leyes, y no se trate de normas que regulen materia
penal, tributaria, electoral o el régimen de los parti-
dos políticos, podrá dictar decretos por razones de
necesidad.

Cabe mencionar que la teoría del espíritu de las
leyes reposa en la necesidad de instaurar un equili-

brio entre los órganos que ejercen el poder estatal.
Parte de reconocer que las personas que poseen
poder tienden normalmente a su abuso, razón por
la cual considera imprescindible la Institución en el
Estado de un sistema de pesos y contrapesos, de
modo que los poderes puedan controlarse recípro-
camente y que el equilibrio resultante, permita el jue-
go de los cuerpos intermedios de la sociedad y fa-
vorezca la libertad de los ciudadanos.3

Textualmente el artículo 99 dice: “El presidente de
la Nación tiene las siguientes atribuciones: … 3. Par-
ticipa de la formación de las leyes con arreglo a la
Constitución, las promulga y hace publicar. El Po-
der Ejecutivo no podrá en ningún caso bajo pena
de nulidad absoluta e insanable, emitir disposicio-
nes de carácter legislativo. Solamente cuando cir-
cunstancias excepcionales hicieran imposible seguir
los trámites ordinarios previstos por esta Constitu-
ción para la sanción de las leyes, y no se trate de
normas que regulen materia penal, tributaria, elec-
toral o el régimen de los partidos políticos, podrá
dictar decretos por razones de necesidad y urgen-
cia, los que serán decididos en acuerdo general de
ministros que deberán refrendarlos, juntamente con
el jefe de gabinete de ministros.”

La norma, alude a circunstancias excepcionales;
a la imposibilidad de seguir los trámites ordinarios
para la sanción de leyes, y al dictado de decretos
de necesidad y urgencia. Sólo en ese contexto cabe
situar la habilitación del Poder Ejecutivo, y luego
viene el seguimiento que queda a cargo del jefe de
Gabinete de Ministros, de la Comisión Bicameral Per-
manente y del Congreso.

2.1.2. No caben dudas que el “presupuesto
habilitante” para el dictado de un decreto de nece-
sidad y urgencia ha de ser la existencia de una si-
tuación de excepcionalidad, traducida en la imposi-
bilidad de seguir los trámites ordinarios para la
sanción de las leyes, con lo cual resulta forzoso con-
cluir que la crisis política habilitante para el dictado
de tales decretos ha de reflejarse y entenderse como
una falta total de repuesta del Poder Legislativo
ante una necesidad súbita e imperiosa de su inter-
vención.

Por otra parte, será necesario que exista una “si-
tuación de grave riesgo social” que actúe como cau-
sa de justificación en sentido lato y que los “reme-
dios” adoptados sean adecuados para atender a la
misma, como que aquella situación haya hecho ne-
cesaria la creación de medidas súbitas. Por lo que
no bastará una situación de crisis legislativa, sino
que es preciso que esa crisis impida subsanar o
atender con la inmediatez necesaria la situación de
grave riesgo social, ante las circunstancias excep-
cionales que deben ser palmarias.2 “La comisión se limita a elevar su despacho que –como

señala Bidart Campos– no resulta vinculante para el Con-
greso”. Bidart Campos, Germán. Tratado elemental de de-
recho constitucional argentino, tomo VI. La reforma cons-
titucional de 1994, Ediar, Buenos Aires. 1995, página 444.

3 Cassagné, J. Carlos: La configuración de la potestad
reglamentaria. “La Ley” 2004-A, 1144. Página 3.
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Sostiene Bidart Campos 4 que “fundamentalmen-
te, el ‘abecé’ parece radicar en la exigencia inexora-
ble de que resulte ‘imposible’ seguir el trámite re-
gular de las leyes. Por ende, ni el apuro presidencial
en tomar una medida, ni la conveniencia o la nece-
sidad de tal medida, ni la urgencia valorada por el
ejecutivo, ni la lentitud de las cámaras, ni aun la hos-
tilidad hacia un determinado proyecto de ley, confi-
guran aquella imposibilidad que en circunstancias
excepcionales (volvemos a leer los vocablos del tex-
to) habilita a dictar un decreto de necesidad y ur-
gencia.

”Tampoco recomendaciones o presiones - y mu-
chos menos imposiciones- de sectores sociales u
organismos internacionales sirven de pedestal para
alzar normas presidenciales de naturaleza legislati-
va, so pretexto de necesidad, urgencia, o cosa se-
mejante.

”Hay que acostumbrarse a recluir cada compe-
tencia –sobre todo las ajenas a un órgano que so-
lamente por excepción puede asumirlas– en su rígi-
do casillero constitucional, porque salirse de él es
descarrilar las instituciones republicanas, evadir la
división de poderes, y erigir el voluntarismo del eje-
cutivo en un lema que no se diferencia demasiado
de aquel otro monarquista y francés ‘El Estado soy
yo’. Hemos de responder que, en la democracia, el
estado ‘somos nosotros’, el pueblo, la sociedad. Y
nosotros hemos aprendido y queremos que la Cons-
titución se respete y se cumpla”.

Recién cuando los indicadores sociales y de la
realidad denotan la imperiosa necesidad de contar
con un instrumento idóneo para paliar la situación
(de “emergencia”), y siempre que no se invada
materias vedadas, se darán las circunstancias
habilitantes o la permisión constitucional, restando
- lógicamente - el mesurado análisis de cada previ-
sión contenida en el “decreto” para observar si el
mentado “instrumento” legal aprueba o no el llama-
do “test de razonabilidad”, como cualquier otro de-
creto ordinario del Poder Ejecutivo o ley sanciona-
da por el Congreso.

2.1.3. Respecto del rol que debe cumplir el Con-
greso en el tratamiento de un decreto de necesidad
y urgencia (DNU) que llegare a su seno, es de so-
meterlo a lo que en la doctrina se ha denominado
“control político” del decreto.

Midón 5 señala que “verificar si un decreto de ne-
cesidad y urgencia satisface el test de razonabilidad
es una operación lógica que para el operador de la
Constitución (Poder Judicial y/o Congreso) debe
principiar por el examen de la necesariedad del acto,

o sea la comprobación objetiva de que concurre el
hecho habilitante tipificado por la Ley Fundamen-
tal. Esto es, la existencia de necesidad, más la ur-
gencia, mas los acontecimientos que impiden la de-
liberación del Congreso.”

Habrá dos aspectos que el Congreso no podrá
soslayar conforme la consagración constitucional:
a) la necesariedad de su intervención en la consi-
deración de la norma de excepción, y b) la necesi-
dad de que debe existir una manifestación expresa
(de aprobación o rechazo) ya que el artículo 82 de
la Constitución Nacional y el artículo 22 de la ley
26.122 excluyen todo intento de considerar
convalidado un DNU por el mero silencio.

2.1.4. Por último diremos que la ley 26.122 (artí-
culos 22 y 26) obliga al Congreso a resolver dentro
de las alternativas de lo ordenado: aceptación o re-
chazo de la norma, impidiendo cualquier modifica-
ción del texto remitido.

Textualmente el artículo 23 ordena: Impedimento.
Artículo 23: Las Cámaras no pueden introducir en-
miendas, agregados o supresiones al texto del Po-
der Ejecutivo, debiendo circunscribirse a la acepta-
ción o rechazo de la norma mediante el voto de la
mayoría absoluta de los miembros presentes.

Pérez Hualde6 al respecto dice: “El Congreso ana-
lizará y considerará la norma en todos sus aspec-
tos. Tratará sobre su legitimidad y sobre su conve-
niencia. La aprobará o la rechazará. Esa aprobación
o rechazo será la que completa el acto y pone fin al
trámite establecido por la Constitución. No caben
pasos posteriores. No hay posibilidad de veto pre-
sidencial, ni total ni parcial. El trámite terminó en el
Congreso.”

“Esto es así porque se trata de un acto complejo
que se integra con la voluntad del Ejecutivo - me-
diante el dictado del decreto de excepción- y la del
Legislativo - mediante la aprobación o rechazo de
la norma .Allí se termina el acto; tiene la misma na-
turaleza que los actos de designación de funciona-
rios con aprobación del Senado. Se envía el pliego
y éste lo aprueba o rechaza y terminó el trámite, el
Ejecutivo no puede rechazar o aprobar la decisión
del Senado.

”...Se trata de la naturaleza propia del acto com-
plejo que la Constitución reformada ha previsto; na-
turaleza que hace que el acto se agote en la deci-
sión del Congreso sin que quepa ningún otro
trámite.”

2.2. Razones Formales.

El Decreto de Necesidad y Urgencia, remitido por
el jefe de Gabinete, que constituye el objeto de este
análisis, establecen lo siguiente:4 Bidart Campos, Germán J.: Los decretos de necesidad

y urgencia. “La Ley” 2001-A, página 1114.
5 Midon, Mario A. R. Decretos de Necesidad y Urgencia

en la Constitución Nacional y los ordenamientos provin-
ciales. “La Ley” 2001. Bs. As, página 120.

6 Pérez Hualde, Alejandro. Decretos de Necesidad y Ur-
gencia… Op. Cit, p. 222 y ss..
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DNU, número 1108/2007, publicado en el boletín
oficial del 24 de agosto de 2007, bajo el número
31224, página 1, dictado por el Poder Ejecutivo na-
cional; modifica el Presupuesto General de la Admi-
nistración Nacional para el Ejercicio 2007, de acuer-
do con el detalle obrante en las Planillas Anexas al
presente decreto (artículo 1º); exceptúa al Instituto
Nacional de Tecnología Agropecuaria (INTA), al
Instituto Nacional de Tecnología Industrial (INTI),
al Servicio Nacional de Sanidad y Calidad
Agroalimentaria (SENASA), todos ellos organismos
descentralizados dependientes del Ministerio de
Economía y Producción y al Ministerio de Relacio-
nes Exteriores, Comercio Internacional y Culto, de
efectuar el aporte a favor del Tesoro Nacional esta-
blecido en el artículo 9º de la ley 26.198 de Presu-
puesto General de la Administración Nacional para
el Ejercicio 2007, por la incorporación de recursos
contemplada en la presente medida (artículo 2º); es-
tablece que el aporte a favor del Tesoro Nacional
que debe realizar la Comisión Nacional de Comuni-
caciones organismo descentralizado dependiente del
Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pú-
blica y Servicios incluido en las Planillas Anexas al
Artículo 1º del presente decreto, deberá ser cance-
lado en cuotas mensuales iguales y consecutivas
en el curso del Ejercicio 2007, operando el primer
vencimiento al mes siguiente de la suscripción de
la presente medida (artículo 3º); disminuye el apor-
te al Tesoro Nacional establecido por la ley 26.198
de Presupuesto General de la Administración Na-
cional para el Ejercicio 2007 que deben efectuar el
Instituto Nacioal de Promoción Turistica, organis-
mo descentralizado dependiente de la Presidencia
de la Nación y la Secretaría de Turismo, dependien-
te de la Presidencia de la Nación, de acuerdo al de-
talle obrante en las planillas anexas al artículo 1º de
la presente medida (artículo 4); y Incorpórase a la
planilla anexa al artículo 12 de la ley 26.198 de Pre-
supuesto General de la Administración Nacional
para el Ejercicio 2007, el proyecto detallado en la
planilla anexa al presente artículo que forma parte
integrante del mismo (artículo5)

2.2.1. De acuerdo con el artículo 10 de la citada
ley 26.122 (“...El dictamen debe pronunciarse expre-
samente sobre la adecuación del decreto a los re-
quisitos formales y sustanciales establecidos cons-
titucionalmente para su dictado...”) es menester
analizar si el DNU transcripto cumple con los requi-
sitos formales y sustanciales para su emisión exigi-
dos por la norma constitucional.

Respecto de lo primero, el final del tercer párrafo
del Artículo 99 inc. 3º C.N. dice: “...serán decididos
en acuerdo general de ministros que deberán refren-
darlos juntamente con el jefe de gabinete de minis-
tros”.

 “El acuerdo general de ministros ha sido inter-
pretado como la necesidad de la simple mayoría de
ellos (Así lo hace Julio Rodolfo Comadira, Los de-

cretos de necesidad y urgencia en la reforma cons-
titucional, en revista La Ley del 24-3-95, p.5) y tam-
bién como necesidad de unanimidad del cuerpo mi-
nisterial (Así opinan Roberto Dormí y Eduardo
Menem, La constitución reformada. Comentada, in-
terpretada y concordada. Ediciones ciudad argenti-
na, Buenos Aires, 1994, p. 340). Nosotros coincidi-
mos con la segunda posición por las siguientes
razones: 1) la excepcionalidad y restricción del trá-
mite y 2) porque así ha sido interpretado de hecho
en las normas dictadas con posterioridad a la refor-
ma como es el caso del Dec. 290/95.”  (El subraya-
do nos pertenece).

“La excepcionalidad del trámite sirve de funda-
mento a la exigencia de la unanimidad porque el dic-
tado de un decreto de necesidad y urgencia no se
encuentra entre las facultades normales del Poder
Ejecutivo sino que es de uso extraordinario. Por tal
razón, la Constitución reformada ha exigido una se-
rie de condiciones y supuestos habilitantes que de-
ben ser cumplidos; el requisito del acuerdo general
de ministros debe ser interpretado del modo más exi-
gente.” (El subrayado nos pertenece).

Los requisitos formales de los decretos de nece-
sidad y urgencia se exigen al momento de su dicta-
do y con posterioridad a ello. La decisión debe to-
marse por el presidente en acuerdo general de
ministros, incluido el jefe de gabinete. Es decir, la
determinación de dictar un decreto de urgencia debe
estar presidida de una consideración y debate en el
seno del gabinete. La constitución no indica quórum
requerido para esa reunión, pero dado el carácter
excepcional de la medida el acuerdo general de be
incluir a todos los ministros, quienes una vez deba-
tido el asunto están obligados a firmar el decreto.7

En tal sentido, Cayuso8, expresa que “… aparece
como primera cuestión sustancial, no resuelta judi-
cialmente de manera unívoca, determinar si el artí-
culo 99 inciso 3 exige que la circunstancia excep-
cional reúna la característica de urgente y que,
además, sea imposible seguir el trámite ordinario de
sanción de la ley o, por el contrario, exige sólo que
concurran una u otra. Entendemos que asignarle ca-
rácter alternativo a los presupuestos fácticos de la
norma, a los efectos de la habilitación, desnaturali-
za la letra y el espíritu con que ha sido reconocida
la facultad al Poder Ejecutivo. Y ello es así, porque
interpretar que basta que se dé una de las alternati-
vas significa, en la práctica, flexibilizar
peligrosamente el control judicial respecto de los
presupuestos de validez.”

7 Gelli, María Angélica, “Constitución de la Nación Ar-
gentina”, –Comentada y Concordada–, “La Ley”, Bs. As.
2001, página 299.

8 Cayuso, Susana. “Los decretos de necesidad y urgen-
cia. Texto constitucional vs. Praxis constitucional”. LL
2005-D, página 961.
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El decreto de necesidad y urgencia, objeto de
análisis, desde el punto de vista formal reúne y cum-
plimenta a nuestro entender los requisitos exigidos
por la Constitución Nacional y la ley especial para
su aceptación. A saber:

–Cuenta con el acuerdo general de ministros, la
refrendata de ellos y del Jefe de Gabinete previstos
como requisitos formales.

–Cuenta con la mayoría del cuerpo ministerial,
también previsto por la doctrina como requisito for-
mal.

–El  decreto ha sido presentado dentro del plazo
previsto que el jefe de Gabinete tiene para hacerlo.

–La Comisión Bicameral ha verificado que el DNU
ha sido publicado en el boletín oficial.

2.3. Razones Sustanciales.

Del citado artículo 99 inciso 3 de la Constitución
Nacional surge un principio general  y una excep-
ción, la cual analizaremos a continuación:

Principio general: “... El Poder Ejecutivo no po-
drá en ningún caso bajo pena de nulidad absoluta
e insanable, emitir disposiciones de carácter legis-
lativo...”.

Excepción: “Solamente cuando circunstancias ex-
cepcionales hicieran imposible seguir los trámites
ordinarios previstos por esta Constitución para la
sanción de las leyes, y no se trate de normas que
regulen materia penal, tributaria, electoral o el régi-
men de los partidos políticos, podrá dictar decretos
por razones de necesidad y urgencia, los que serán
decididos en acuerdo general de ministros que de-
berán refrendarlos conjuntamente con el jefe de ga-
binete de ministros”.

La norma nos habla de “estado de necesidad”.
Entendemos que se refiere a aquél caracterizado por
un perfil fáctico (urgente necesidad) y por otro de
carácter institucional (imposibilidad de recurrir a los
trámites ordinarios para la sanción de las leyes).

En este sentido, existe consenso generalizado en
exigir una situación de “necesidad y urgencia”.

Sostiene Bidart Campos9 que la “necesidad” es
algo más que conveniencia, en este caso, parece ser
sinónimo de imprescindible. Se agrega “urgencia”,
y lo urgente es lo que no puede esperar.

“Necesario” y “urgente” aluden, entonces, a un
decreto que únicamente puede dictarse en circuns-
tancias excepcionales en que, por ser imposible se-
guir con el procedimiento normal de sanción de las
leyes, se hace imprescindible emitir sin demora al-
guna el decreto sustantivo.

Concretamente, la “necesidad y la urgencia” de-
ben estar suficientemente fundadas y responder a

circunstancias excepcionales, partiendo del princi-
pio sacramental de que las leyes deben ser dicta-
das por el Poder Legislativo.

Resulta necesario destacar que la sola imposibi-
lidad política, en tanto derivación de la carencia, por
el gobierno de quórum o mayorías propias para im-
poner su criterio, no puede, por eso ser la razón jus-
tificante del empleo del decreto, porque debe con-
currir siempre la necesidad de resolver, con urgencia
y eficazmente la situación planteada.10

Resumiendo, para que el presidente pueda hacer
uso de esta atribución exclusiva y excepcional que
posee para dictar DNU, deben reunirse primeramente
los siguientes requisitos: 1) concurrencia de cir-
cunstancias excepcionales que hicieren imposible
seguir los trámites ordinarios previstos para la san-
ción de las leyes, 2) que el objeto de la pretensión,
la necesidad y la urgencia, no pueda satisfacerse
por ley, y 3) que no se trate sobre las materias ex-
presamente prohibidas por el texto constitucional.

Sometiendo a esta prueba (test) de
constitucionalidad al decreto 1.108/2007 remitido a
la Comisión Bicameral Permanente para su conside-
ración, advertimos que no reúne los requisitos sus-
tanciales exigidos por la norma reglamentaria.

Resulta necesario destacar que los decretos en
cuestión han sido dictado cuando el Congreso se
encontraba en sesiones, de lo que se desprende que
no existía ningún impedimento para que los temas
objeto de los mismos fueran tratados por el Poder
Legislativo, respetando el procedimiento previsto
en la Constitución Nacional.

Asimismo, véase que de los fundamentos invo-
cados, se advierte que se intenta justificar el uso
de una facultad excepcional –dictado de decretos
de necesidad y urgencia– con argumentos que no
cumplimentan los requisitos para la legítima utiliza-
ción de dicha facultad.

El DNU 757/2007 establece: “Que con posterio-
ridad al envío al Honorable Congreso de la
Nacióndel entonces proyecto de presupuesto para
el ejercicio 2007, se otorgaron diversas mejoras sa-
lariales para el personal de la Administración Na-
cional que no se encuentran previstas en los cré-
ditos presupuestarios correspondientes al presente
ejercicio.

...Que en ese sentido resulta necesario incremen-
tar los créditos vigentes de la jurisdicción 70 - Mi-
nisterio de Educación, Ciencia y Tecnología a los
efectos de incorporar las sumas correspondientes
al Ejercicio 2007, que permitan dar continuidad a los
compromisos asumidos por el Estado nacional con
relación al Programa Nacional de Compensación
Docente.

9 Bidart Campos, Germán: “Los decretos de necesidad…”
Op. Cit, página 1114.

10 Quiroga Lavié, Humberto “Decretos de necesidad y
urgencia en la reforma de la Constitución Nacional”, LL
1994-D, página 876/881.
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...Que el gobierno nacional tiene como objetivo
concretar una importante cantidad de obras públi-
cas y de infraestructura energética, priorizando las
acciones en materia de energía, vivienda, infraes-
tructura vial y de saneamiento.

Que asimismo, resulta indispensable continuar
con las acciones que se vienen desarrollando en
materia de mejora del transporte ferroviario, auto-
motor y aerocomercial.

Que hasta tanto se realicen los análisis de-
finitivos de las necesidades presupuestarias
para el Ejercicio 2007, resulta imperativo re-
forzar los créditos presupuestarios necesarios
para atender aquellos casos de urgente asis-
tencia financiera, a fin de evitar dificultades
en el normal funcionamiento de la Administra-
ción Nacional.

...Que es necesario prever las autorizaciones para
registrar el costo de las colocaciones de bonos del
gobierno nacional bajo la par, realizadas durante el
ejercicio.

...Que resulta necesario autorizar al Ministerio de
Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios,
en orden a lo dispuesto por el artículo 15 de la ley
24.156 de Administración Financiera y de los Siste-
mas de Control del Sector Público Nacional y sus
modificatorias, para que proceda a iniciar la obra co-
rrespondiente a la Ampliación y Mejoramiento de
la Red Hidrológica Nacional.

Que la naturaleza excepcional de la situación plan-
teada hace imposible seguir los trámites ordinarios
previstos por la Constitución Nacional para la san-
ción de las leyes”.

De los fundamentos expuestos por el DNU
bajo análisis que existan circunstancias excep-
cionales que amerite el dictado del presente re-
medio legal. Cabe recordar que el Poder Consti-
tuyente al expresar que “El Poder Ejecutivo no
podrá en ningún caso bajo pena de nulidad ab-
soluta e insanable, emitir disposiciones de carác-
ter legislativo…” (artículo 99 inciso 3 Constitu-
ción Nacional) estableció, como principio general,
la prohibición al órgano Ejecutivo de legislar, y
sólo permitió emitir tales normas bajo determina-
das  condiciones,  que no se dan en el DNU bajo
análisis.

Por otro lado, del propio carácter excepcional del
decreto surge que, el análisis su utilización debe rea-
lizarse con un carácter restrictivo, toda vez que una
interpretación amplia lesionaría el principio de divi-
sión de poderes.

En mismo sentido, que hemos expuesto ante-
riormente ante esta Comisión,  entendemos que el
dictado de disposiciones legislativas por el Ejecu-
tivo responde a una situación de excepcionalidad,
que no se configura en este decreto, y es este el
fundamento principal por el cual adoptamos una
postura tan restrictiva.

Murillas11 afirma, “es claro que aquel Ejecutivo
que gobierna mediante decretos de necesidad y ur-
gencia, lo hace en la inteligencia de no querer o po-
der consensuar con los distintos bloques y repre-
sentantes parlamentarios, aun los del propio partido,
resultándole más sencilla la faena cuando sin opo-
sición alguna decide la suerte de sus conciudada-
nos. No puede concebirse la idea de que si el Con-
greso esta en sesiones, la imposibilidad de lograr
mayorías o las voluntades necesarias para la san-
ción de ciertas leyes sea equiparable a las "circuns-
tancias excepcionales" a que refiere el artículo 99
inciso 3 de la Constitución Nacional”

Como fundamento de la medida se deben descar-
tar los criterios de mera conveniencia, ajenos a cir-
cunstancias de extremas de necesidad, puesto que
la Constitución no habilita a elegir
discrecionalmente entre la sanción de una ley o la
imposición más rápida de ciertos contenidos mate-
riales por medio de un decreto.

Hasta 1994, la Corte entendía que los DNU ve-
nían a paliar la crisis social y el Congreso quedaba
con una situación de mayor pasividad. Tanto
"Porcelli" como "Peralta" hacen referencia al papel
del Congreso y lo meritúan a los efectos del análi-
sis de la validez del DNU - conocimiento de la me-
dida reflejado a la toma de posteriores decisiones
legislativas que la suponen, falta de rechazo expre-
so o por la adopción de alguna ley contradictoria -.

Sin embargo, con la reglamentación y reconoci-
miento expreso a partir de la reforma de 1994, el
constituyente impone la obligación de un pronun-
ciamiento expreso, y con plazos brevísimos para
ello.”

Para algunos autores españoles12, según el caso,
debe distinguirse si el rechazo por el Congreso se
produce por desacuerdo con el contenido, lo que
es perfectamente válido, o si se produce porque el
decreto no se ajustó a las exigencias que la Consti-
tución contempla para su validez, o si transgredió
los límites que dicha normativa reconoce.

En esta materia debe adoptarse un criterio restric-
tivo para no desnaturalizar estos reglamentos y evi-
tar de ese modo que la asunción extraordinaria de
estas facultades termine convirtiéndose en una usur-
pación de las competencias de otro poder.

Finalmente diremos que la ausencia de
fundamentación impide el control de constitu-
cionalidad que cabe ejercer también al Poder Ju-

11 Murrillas, Rodolfo J. “Comisión Bicameral Permanen-
te ¿Prescindible o Imprescindible? El articulo 99 inciso 3,
párrafo 4º Constitución Nacional”, “La Ley”. Sup. Act. 9/
12/2004, página 4.

12 Santaolalla Marchetti cit. por Pérez Hualde, Alejan-
dro. Decretos de Necesidad y Urgencia… Op. Cit, página
209.
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dicial, tal como lo expusiera en el seno de la Con-
vención Constituyente el convencional Ortíz
Pellegrini13: “Concluyo diciendo que la Corte Su-
prema de Justicia de la Nación podrá ejercer el con-
trol jurisdiccional en los requisitos sustantivos que
mencioné recién; en el procedimiento, valga la tau-
tología, de la etapa procedimental para ver si se han
cumplido todos los requisitos. Si falta alguno, la
pena será la nulidad”.

3. Conclusión

Debemos reflexionar políticamente sobre el dic-
tado de esta norma de excepción.

El Poder Ejecutivo nacional ha sancionado decre-
tos de necesidad y urgencia en lugar de recurrir al
trámite ordinario de las leyes. Como es de público
y notorio conocimiento, el Congreso se encontraba
en funciones y no ocurría ningún acontecimiento
excepcional alguno para  justificar la adopción de
esta medida

Esta decisión hubiera requerido la sanción de una
ley en sentido formal y material porque,  así lo dis-
pone el artículo 37 de la ley 24.156, de administra-
ción financiera (modificada por la ley 26124 deno-
minada la Ley de Superpoderes) que establece
expresamente que: “...Quedaran reservadas al Con-
greso  Nacional las decisiones que afecten el  mon-
to del presupuesto y el monto del endeudamiento
previsto...”.

Cabe recordar que la ley de superpoderes otorgo
al jefe de Gabinete de Ministros (JGM) la posibili-

dad de disponer las reestructuraciones presupues-
tarias que considere necesarias dentro del total apro-
bado por la ley de presupuesto, modificando así las
asignaciones de  gastos corrientes, gastos de capi-
tal, aplicaciones financieras y de distribuciones de
las finalidades.

La doctrina ha expresado, en oportunidad de tra-
tarse esta reforma legislativa, que “...La iniciativa
propuesta merece las siguientes objeciones, que la
tornan inconstitucional: a) desconoce que el pre-
supuesto del Estado nacional es un acto exclusiva-
mente legislativo, en la totalidad de su contenido;
b) la delegación de facultades que hace en la per-
sona del jefe de gabinete de ministros importa una
delegación legislativa inconstitucional, pues se apar-
ta de los preceptos señalados por el artículo 76 de
la ley suprema, reguladora de dicha institución; c)
las alteraciones constitucionales señaladas en los
dos incisos precedentes, conducen al desconoci-
miento del principio de división de poderes del go-
bierno, que constituye la esencia misma del régimen
republicano consagrado por la Constitución nacio-
nal en su artículo 1º...”14.

Por otro lado, debemos destacar la reforma de la
Ley de Superpoderes no modificó el artículo 60 de
la ley 24.156, el que aclara que no se “podrá forma-
lizar ninguna operación de crédito público que no
esté contemplada en la ley de presupuesto general
del año respectivo o en una ley específica”, a ex-
cepción de las operaciones que se formalicen con
“los organismos financieros internacionales de los
que la Nación forma parte.”

Es por estas consideraciones precedentes, que
entendimos oportunas resaltar, que estamos ante un
grave acto del Poder Ejecutivo que se concreta en
la sanción de un DNU, que más allá de no reunir
los requisitos de necesidad y urgencia, vulnera los
últimos limites que le quedan a Ley de  Administra-
ción Financiera vigente –modificada por la ley de
superpoderes–,  o sea, dispone de un aumento en
el gasto público y en el endeudamiento del Tesoro.
Particularmente importante resulta destacar que par-
te de este aumento en el endeudamiento ya ha sido
realizado, pues se recurre a la figura de la emisión
de títulos públicos bajo la par, lo que implica violar
los límites autorizados por el Congreso para la emi-
sión de deuda pública. En este caso, entonces, el
DNU viene a ser una mera ratificación jurídica ex
post facto, lo que agrava aun más el carácter ilegíti-
mo de la norma.

Debemos reivindicar el control previo del Congre-
so sobre el Presupuesto por lo que se requiere que
las modificaciones que se intentar realizar se
instrumenten por medio de una ley, asimismo, de-

13 "En esta etapa legislativa el diseño constitucional nos
coloca en el marco del Poder Legislativo que, de acuerdo
con el artículo 71 bis, tiene obligación de expresarse. En
todos los casos ha sido prohibida la sanción ficta o tácita.
La primera es el silencio, y la otra, la expresión por otros
medios. Esto reviste una enorme trascendencia para el de-
recho constitucional argentino. No podrá haber más decre-
tos con el silencio del Congreso, que deberá hablar, decir y
expresarse, según la Constitución, con lo cual derogamos
para siempre la triste doctrina sentada en el caso Peralta
que le dio valor positivo al silencio como expresión del Con-
greso. No hay más silencio del Congreso que pueda
interpretarse como un consentimiento al Poder Ejecutivo,
si no se lo indica expresamente. El caso Peralta ha fenecido,
ha muerto...De modo que existe una etapa ejecutiva, en don-
de se decide el dictado del decreto de necesidad y urgencia y
tiene ejecutoriedad. Existe una etapa legislativa porque el
Congreso debe necesariamente, aprobarlo o revocarlo. Si
falta la segunda etapa que quede claro que el decreto será
nulo de nulidad absoluta. Concluyo diciendo que la Corte
Suprema de Justicia de la Nación podrá ejercer el control
jurisdiccional en los requisitos sustantivos que mencioné re-
cién; en el procedimiento, valga la tautología, de la etapa
procedimental para ver si se han cumplido todos los requi-
sitos. Si falta alguno, la pena será la nulidad". Convención
Nacional Constituyente; Diario de sesiones; Imprenta del
Congreso de la Nación; Bs.As.; 1994; sesión del 28 de julio
de 1994; página 2452.

14 Garcia Belsunce, Horacio A.; La reforma a la ley
24.156, de administración financiera: sus vicios políticos
y cosntitucionales, PET – Suplemento Actualidad.
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bemos recordar al Ejecutivo que esta práctica (la
modificación del presupuesto en ejercicio y el ma-
yor endeudamiento) afecta la esencia misma del sis-
tema republicano, que se concreta en una real divi-
sión de poderes por la que se protegen los intereses
de todo el Pueblo Argentino.

La conclusión es que el Poder Ejecutivo no dictó
el decreto de necesidad y urgencia apremiado por
circunstancias excepcionales que justificaran la me-
dida, sino por razones de conveniencia para resol-
ver de manera más rápida la cuestión.

En menester recordar que las justificaciones de un
decreto de necesidad y urgencia son imprescindibles
para el posterior análisis de constitucionalidad que
debe realizarse sobre el mismo.

Al respecto Midón15 señala que “motivar es dar
razones, precisar las causas que inspiran un acto.
La motivación es condición sine qua non, primero,
para la legalidad y, luego, para la legitimidad de los
actos de gobierno, pues solo el conocimiento feha-
ciente de los móviles que fundan una determinación
permiten realizar los principios republicanos de pu-
blicidad y responsabilidad.”

En tal sentido el ministro de la Corte Suprema de
Justicia de la Nación, doctor Carlos Fayt, estable-
ció en el Fallo “San Luis”, en el considerando 36º
de su voto “que el derecho de "emergencia" no nace
fuera de la Constitución, sino dentro de ella; se dis-
tingue por el acento puesto, según las circunstan-
cias lo permitan y aconsejen en el interés de indivi-
duos o grupos de individuos, o en el interés de la
sociedad toda.”

Por ello resulta de suma importancia tener en
cuenta que se esta haciendo uso de una atribución
excepcional por lo cual ha de realizarse sobre dicho
decreto un control restrictivo de dicha facultad, para
que no se configure un abuso de la potestad legis-
lativa.

Esta Comisión Bicameral no puede convalidar
esta anomalía.
La convalidación por esta Comisión del decreto

sometido a examen importa convalidar un
avasallamiento a las facultades que el constituyen-
te otorgó al Poder Legislativo.

Recordemos que nos encontramos frente a un
acto complejo que requiere de la voluntad de dos
órganos: el Poder Ejecutivo que  lo dicta y el Poder
Legislativo que tiene a su cargo el examen y con-
trol del decreto. A este último, como  órgano de
contralor, le compete pronunciarse sobre la concu-
rrencia de los extremos que habilitan el ejercicio de
esta facultad excepcional del Poder Ejecutivo: méri-
to, oportunidad y conveniencia de su contenido, y
es quien ratificará o no la normativa dictada.

Bidart Campos16 establecía que “de estar el Con-
greso en funciones y presentarse una situación sú-
bita que demande la sanción de una ley, el parla-
mento tendrá que reunirse y actuar en consecuencia.
De estar en receso deberá ser convocado por el Po-
der Ejecutivo a extraordinarias, tal como la Consti-
tución argentina lo prevé”  Ninguna de estas cir-
cunstancias se presentaban al momento del dictado
del decreto sometido a consideración.

Para repeler una situación de peligro como la que
crea todo estado de necesidad, hay generalmente
una vasta gama de alternativas. Al momento de ele-
gir la que se juzga apropiada ella debe ser lo sufi-
cientemente idónea para conseguir el fin buscado
y a la vez adecuadamente racional para repeler los
daños con que amenaza la emergencia.17

La situación excepcional invocada para el dicta-
do del DNU no es un presupuesto habilitante a los
fines indicados en el artículo 99 inciso 3 de la Cons-
titución Nacional.

El Congreso de la Nación debe rechazar este decreto.

Para Loewenstein la separación de poderes se tra-
duce como la necesidad de distribución y control
recíproco del poder político, adjudicando las fun-
ciones que al Estado competen en distintos órga-
nos; por lo cual, modernamente, sólo cabe hablar
de separación de funciones.18

El mismo autor cita una frase de Thomas
Jefferson para quien: “El despotismo electivo no fue
el gobierno por el que nosotros luchamos; noso-
tros luchamos por un gobierno que no estuviese
fundado sólo en los principios de la libertad, sino
por uno en el que los poderes gubernamentales es-
tuviesen de tal manera divididos y equilibrados en-
tre las diferentes autoridades, que ningún poder pu-
diese traspasar sus límites legales sin ser
eficazmente controlado y restringido por los otros.”

 La Corte Suprema de Justicia en un antiguo fa-
llo19 sostuvo: "siendo un principio fundamental de
nuestro sistema político la división del Gobierno en
tres grandes departamentos, el Legislativo, el Eje-
cutivo y el Judicial, independientes y soberanos en
su esfera, se sigue forzosamente que las atribucio-
nes de cada uno le son peculiares y exclusivas;
pues el uso concurrente o común de ellas harían

15 Midon, Mario A. R. Decretos de Necesidad y Urgen-
cia… Ob Cit. página 118.

16 Bidart Campos, Germán; Tratado Fundamental de De-
recho Constitucional Argentino. TII. Ediar. Buenos Aires.
1989, página 85.

17 Midon, Mario A. R. “Decretos de Necesidad y Urgen-
cia en la Constitución Nacional y los ordenamientos pro-
vinciales. Ed. “La Ley”. Buenos Aires, 2001, página 49.

18 Loewenstein, Karl. Teoría de la Constitución… Op.
Cit, página 55 y 131.

19 CSJN. Fallos 1:32. “Criminal c/ Ríos Ramón y otros”,
sentencia de 1963.
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necesariamente desaparecer la línea de separación
entre los tres altos poderes políticos, y destruiría la
base de nuestra forma de Gobierno"

Por ello, toda vez que el decreto de necesidad y
urgencia sometido a examen no cumple los requisi-
tos sustanciales exigidos por la norma de aplica-
ción, a fin de ejercer un debido control de consti-
tucionalidad, es que ésta Comisión Bicameral
Permanente no puede convalidar el dictado del  mis-
mo, y en consecuencia, se propone su rechazo.

Oscar R. Aguad. – Luis P. Naidenoff. –
Ernesto R. Sanz.

III

Dictamen de minoría

Honorable Cámara:

La comisión Bicameral Permanente  ley 26.122 ha
considerado el decreto de necesidad y urgencia
1108, del 16 de agosto de 2007 (B.O. 24/08/07), por
medio del cual se modifica la ley 26.198, de presu-
puesto general para la administración pública na-
cional para el ejercicio 2007.

Por las razones expuestas en el informe que se
acompaña y las que dará el miembro informante, se
aconseja el rechazo del citado decreto.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes,
este dictamen pasa directamente al orden del día.

Sala de la comision, 7 de noviembre de 2007.

Pablo G. Tonelli.

INFORME

Honorable Cámara:

Tengo el agrado de dirigirme a vuestra honorabi-
lidad a fin de someter a su consideración el presen-
te dictamen respecto del decreto de necesidad y ur-
gencia 1.108, del 16 de agosto de 2007 (B.O. 24/08/
07), por medio del cual se modifica la ley 26.198, de
presupuesto general para la administración pública
nacional para el ejercicio 2007.

El titular del Poder Ejecutivo dictó el decreto bajo
análisis en uso de la atribución que le confiere el
artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacional
(como se expresó en los considerandos del decre-
to); por lo que no cabe duda de que se trata de un
decreto de necesidad y urgencia que, como tal, debe
ser objeto de consideración y dictamen por parte
de esta comisión (artículos 2°, 10, 19 y con-
cordantes, ley 26.122).

1. Criterio rector

Para el análisis del decreto en cuestión es nece-
sario partir del principio establecido en el artículo
99, inciso 3, de la Constitución Nacional, según el

cual “el Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso
bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir
disposiciones de carácter legislativo” (segundo pá-
rrafo).

El principio es consecuencia, claro está, de la di-
visión de poderes que es inherente al carácter de
república que la Constitución le asignó a nuestra
nación y a la existencia de un Congreso encargado
de legislar (artículos 1°, 44 y concordantes). Teoría
o doctrina la de división de poderes, que es la “más
conforme a la naturaleza de las cosas”, la “más pro-
pia para el cumplimiento de los fines de todo go-
bierno”, y “la mejor manera de defender y garantir
contra las tentativas de la tiranía los derechos y li-
bertades de los hombres” a juicio de Joaquín V.
González (Manual de la Constitución Argentina,
página 310, 26ª edición, Angel Estrada y Cía., Bue-
nos Aires, 1971). E indispensable a juicio de la Cor-
te Suprema de Justicia, que muy poco después de
instalada expresó que “si la división de poderes no
está plenamente asegurada, la forma republicana de
gobierno es una ficción” (caso “Ramón Ríos y
otros”, 1863, “Fallos”, 1: 32).

Pero el principio de que el presidente no puede
legislar admite, sin embargo, una excepción previs-
ta en el siguiente párrafo del mismo artículo 99, in-
ciso 3, de la Constitución Nacional. Se prevé en esa
norma, en efecto, que “solamente cuando circuns-
tancias excepcionales hicieran imposible seguir los
trámites ordinarios previstos por esta Constitución
para la sanción de las leyes, y no se trate de nor-
mas que regulen materia penal, tributaria, electoral
o de régimen de los partidos políticos, podrá (el Po-
der Ejecutivo) dictar decretos de necesidad y urgen-
cia, los que serán decididos en acuerdo general de
ministros que deberán refrendarlos, juntamente con
el jefe de Gabinete de Ministros”.

De manera tal que tenemos un principio rector
–de acuerdo con el cual al Poder Ejecutivo le está
vedado emitir disposiciones de carácter legislativo–
y una excepción en caso de circunstancias excep-
cionales que hagan imposible seguir el trámite ordi-
nario de las leyes. En consecuencia, fluye del texto
constitucional que corresponde aplicar un criterio
restrictivo cuando se trata de juzgar la validez de
decretos de necesidad y urgencia dictados por el
Poder Ejecutivo (CSJ, “Fallos”, 322:1726, conside-
rando 7°; en igual sentido: Gregorio Badeni, Trata-
do de derecho constitucional, tomo II, página 1259,
editorial La Ley, Avellaneda, 2004).

No hay que perder de vista, además, que se trata
del ejercicio, por parte del Poder Ejecutivo, de una
atribución que no le es propia sino que, muy por el
contrario, es privativa de otro poder. Por lo tanto,
si el criterio no fuera restrictivo se correría el riesgo
de alterar y afectar gravemente el equilibrio de los
poderes, confiriendo atribuciones exorbitantes al
presidente de la Nación y poniendo en riesgo las
libertades individuales.
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2. Circunstancias justificantes

Como quedó dicho antes, para que la excepcio-
nal atribución del Poder Ejecutivo de emitir dispo-
siciones con contenido legislativo pueda ser le-
gítimamente ejercida es necesario que existan
“circunstancias excepcionales” que requieran pron-
to remedio y que sea “imposible seguir los trámites
ordinarios previstos para la sanción de las leyes”.

De acuerdo con la previsión constitucional será
por lo tanto necesario, en cada oportunidad en que
esta comisión deba pronunciarse, determinar si han
existido las circunstancias excepcionales y la impo-
sibilidad de seguir los trámites ordinarios para la
sanción de las leyes que justificarían y darían sus-
tento al decreto de necesidad y urgencia de que se
trate.

Uno de los casos en los que la Corte Suprema de
Justicia analizó con más cuidado esta espinosa cues-
tión de hecho, fue el caso “Peralta” (27-12-1990, “Fa-
llos”, 313:1513), aunque la decisión es anterior a la
reforma constitucional de 1994. En esa sentencia, el
alto tribunal exigió, para justificar la procedencia de
un decreto de necesidad y urgencia, la existencia de
una situación de grave riesgo social (considerando
24), que pusiese en peligro la existencia misma de la
Nación y el Estado (considerando 26), y tuvo en cuen-
ta el descalabro económico generalizado y la necesi-
dad de asegurar la continuidad y vigencia de la unión
nacional (considerandos 33 a 35). Es decir que, a cri-
terio del tribunal, sólo una situación de muy extrema
gravedad justificaría la emisión de un decreto de ne-
cesidad y urgencia.

Luego de sancionada la reforma constitucional de
1994, la Corte Suprema reiteró el mismo criterio en
la sentencia dictada en el caso “Video Club Dreams”
(6-6-1995, “Fallos”, 318: 1154). El tribunal, en efec-
to, anuló dos decretos de necesidad y urgencia emi-
tidos por el Poder Ejecutivo porque, entre otras ra-
zones, “los motivos que impulsaron el dictado de
los decretos no se exhiben como respuesta a una
situación de grave riesgo social que hiciera nece-
sario el dictado de medidas súbitas como las que
aquí se tratan” (considerando 15).

La Corte pareció flexibilizar grandemente su cri-
terio al resolver el caso “Rodríguez” (17-12-1997,
“Fallos”, 320:2851), en el cual no analizó la existen-
cia de circunstancias justificantes pero tácitamente
aceptó la explicación del jefe de Gabinete, quien ale-
gó como circunstancia excepcional “los graves de-
fectos que afectan a nuestro sistema aeroportuario”.

Pero poco tiempo después, al resolver el caso
“Verrocchi” (19-8-1999), el tribunal volvió sobre sus
pasos y se mostró dispuesto a examinar si el Poder
Ejecutivo había actuado para remediar una situación
de hecho constitutiva de un estado de emergencia,
es decir si estaba fácticamente justificada la emisión
de un decreto de necesidad y urgencia. Y con toda
claridad dijo la Corte en ese caso que “para que el

Poder Ejecutivo pueda ejercer legítimamente facul-
tades legislativas que, en principio, le son ajenas,
es necesaria la concurrencia de alguna de estas dos
circunstancias: 1) Que sea imposible dictar la ley
mediante el trámite ordinario previsto por la Consti-
tución, vale decir, que las Cámaras del Congreso no
puedan reunirse por circunstancias de fuerza ma-
yor que lo impidan, como ocurriría en el caso de ac-
ciones bélicas o desastres naturales que impidiesen
su reunión o el traslado de los legisladores a la Ca-
pital Federal; o 2) Que la situación que requiere la
solución legislativa sea de una urgencia tal que deba
ser solucionada inmediatamente, en un plazo incom-
patible con el que demanda el trámite normal de las
leyes” (“Fallos”, 322:1726, considerando 9º).

Para que no quedaran dudas, agregó el tribunal
que al analizar “el presupuesto fáctico que justifi-
caría la adopción de decretos de necesidad y ur-
gencia” corresponde “descartar criterios de mera
conveniencia ajenos a circunstancias extremas de
necesidad, puesto que la Constitución no habilita a
elegir discrecionalmente entre la sanción de una ley
o la imposición más rápida de ciertos contenidos
materiales por medio de un decreto” (considerando
9°, segundo párrafo).

El criterio fue reiterado al menos en tres casos
posteriores. En “Risolía de Ocampo” expresó la Cor-
te Suprema que “el fundamento de los decretos de
necesidad y urgencia es la necesidad de poner fin
o remediar situaciones de gravedad que obligan a
intervenir en el orden patrimonial, fijando plazos,
concediendo esperas, como una forma de hacer po-
sible el cumplimiento de las obligaciones, a la vez
que atenuar su gravitación negativa sobre el orden
económico e institucional y la sociedad en su con-
junto”; con el agregado de que “uno de los requi-
sitos indispensables para que pueda reconocerse
la validez de un decreto como el cuestionado en el
sub lite es que éste tenga la finalidad de proteger
los intereses generales de la sociedad y no de de-
terminados individuos” (2-8-2000, “Fallos”,
323:1934).

Luego, en “Cooperativa de Trabajo Fast Limita-
da”, la Corte requirió, para justificar la imposibili-
dad de seguir el trámite ordinario de las leyes, “que
las cámaras del Congreso no puedan reunirse por
circunstancias de fuerza mayor que lo impidan” (1°-
11-2003, “Fallos”, 326: 3180). Y en “Leguizamón Ro-
mero”, del 7 de diciembre de 2004 (“Fallos”,
327:5559), la Corte reiteró que para que sea proce-
dente la emisión de un decreto de necesidad y ur-
gencia por parte del Poder Ejecutivo es necesario
que exista un “grave trastorno que amenace la exis-
tencia, seguridad o el orden público o económico”.

Esta doctrina es la actualmente vigente y contie-
ne las premisas bajo las cuales debe realizarse el
análisis de los decretos de necesidad y urgencia re-
querido por el artículo 99, inciso 3, cuarto párrafo,
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de la Constitución Nacional, y por los artículos 2º,
10, 19 y concordantes de la ley 26.122.

3. Primera conclusión

Lo hasta aquí expuesto permite sintetizar una pri-
mera conclusión acerca de en qué situaciones o bajo
qué circunstancias –de acuerdo con la doctrina de
la Corte Suprema de Justicia– el presidente de la
Nación puede dictar decretos de necesidad y urgen-
cia.

Las “circunstancias excepcionales” contempladas
en el artículo 99, inciso 3, de la Constitución Nacio-
nal se configuran ante una “situación de grave ries-
go social”, que “ponga en peligro la existencia mis-
ma de la Nación y el Estado”, o ante un “descalabro
económico generalizado” y frente a la necesidad de
“asegurar la continuidad y vigencia de la unión na-
cional”. Pero también es necesario que “las Cáma-
ras del Congreso no puedan reunirse por circuns-
tancias de fuerza mayor” y que se trate de “proteger
los intereses generales de la sociedad y no de de-
terminados individuos”.

Por lo tanto, en cada caso en que deba determi-
narse si un decreto de necesidad y urgencia ha sido
emitido de conformidad con la previsión constitu-
cional, o no, será necesario verificar la existencia de
los referidos supuestos de hecho. Y siempre apli-
cando un criterio de interpretación restrictivo, dado
el carácter excepcional de esta atribución del presi-
dente de la Nación.

4. El decreto 1.108/07

El decreto de necesidad y urgencia 1.108, del 16
de agosto de 2007 (B.O. 24/08/07), fue dictado para
modificar la ley 26.198, de presupuesto general para
la administración pública nacional para el ejercicio
2007, tal como ya fue detallado en el inicio del pre-
sente informe.

A fin de comprender el cabal significado de la
norma sub examine, debe observarse que el presu-
puesto para el ejercicio fiscal 2007, aprobado por
ley 26.198, fue de ciento noventa y cuatro mil cua-
trocientos catorce millones de pesos ($ 194.414 mi-
llones) los cuales tenían financiamiento por recur-
sos corrientes y de capital por ciento veintiocho mil
cuatrocientos setenta y cuatro millones de pesos ($
128.474 millones) y fuentes financieras por sesenta y
cinco mil novecientos cuarenta millones de pesos ($
65.940 millones). Estas fuentes de financiamiento to-
tales permitían financiar, al momento de la sanción de
la citada ley, gastos corrientes y de capital por ciento
veintiún mil trescientos tres millones de pesos ($
121.303 millones) obteniéndose as( un resultado finan-
ciero (superávit) de siete mil ciento setenta millones
de pesos ($ 7.170 millones) para ser utilizado junto
a las fuentes financieras antes mencionadas a apli-
caciones financieras por setenta y tres mil ciento
diez millones de pesos ($73.110 millones).

Mediante el decreto bajo análisis, concretamente
se incrementó el monto total del presupuesto de la
administración pública nacional del corriente ejerci-
cio en $ 14,220 millones (financiados por incorpora-
ción de recursos corrientes y de capital por un mon-
to de $ 11.086 millones y por fuentes financieras
(endeudamiento) por $ 3.134 millones.

Asimismo el total de gastos corrientes y de capi-
tal es de $ 8.926 millones resultando un superávit
financiero de $ 2.160 millones que, junto a las fuen-
tes financieras antes mencionadas, permiten finan-
ciar un total de $ 5.294 millones en aplicaciones fi-
nancieras (aumento de $ 2.405 millones para la
administración central y disminución de $ 5 millo-
nes para organismos descentralizados para así des-
tinar $2.030 millones al fondo fiduciario de desarro-
llo provincial, $ 32 millones para cancelaciones de
servicios de la deuda pública y $ 343 millones que
se utilizarán para distintos ministerios; por último
un aumento de $ 2.894 millones para instituciones
de la seguridad social destinado para el fondo de
garantía y sustentabilidad del sistema jubilatorio de
reparto de ANSES).

Este incremento de presupuesto equivale al 7,31%
del total de los usos (gastos corrientes y aplicacio-
nes financieras). Si se efectúa un análisis por con-
cepto se puede advertir que el incremento de los
recursos corrientes y de capital que se pretende
aprobar es del 8.63%; el incremento para los gastos
corrientes y de capital es del 7.36% (menor al de
los recursos). En el mismo sentido el resultado fi-
nanciero se incrementa en un 30.12%; las fuentes
financieras en un 4.75% y las aplicaciones financie-
ras en un 7.24%.

Para ver la dimensión e importancia del aumento
dispuesto por decreto de necesidad y urgencia, bas-
ta con considerar que en la misma ley de presupues-
to aprobada por el Congreso, el monto total de gas-
tos corrientes financiados con deuda pública es de
$ 14.133 millones. Si una atribución tiene por exce-
lencia el Congreso, entre otras, es la de aprobar el
endeudamiento público. El aumento de presupues-
to aquí propuesto equivale al monto del endeuda-
miento aprobado por el Congreso, mediante la ley
26.198. Queda demostrada, entonces, la magnitud
de la reforma instrumentada por la norma aquí en
examen.

Este detalle pormenorizado es a los efectos de
mostrar lo importante de las cifras y lo que repre-
sentan como para advertir por ese sólo hecho la ne-
cesaria intervención del Congreso de la Nación.

También debe señalarse, con carácter liminar, que
aparentemente, el jefe de Gabinete se ha limitado a
enviar al Congreso sólo el texto del decreto, sin ha-
ber adjuntado oportunamente todos los anteceden-
tes del caso, como hubiera correspondido. Digo
aparentemente porque no he recibido hasta el mo-
mento otro antecedente más que el mencionado,
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pero no puedo descartar que ellos hayan ingresa-
do junto con el mensaje del jefe de Gabinete. Esta
circunstancia perjudica sensiblemente la labor de
esta comisión, ya que, además, la publicación del
mencionado decreto en el sitio de Internet del Mi-
nisterio de Economía (“Infoleg”) no incluye la pu-
blicidad de las planillas, que tampoco pueden
consultarse en la página web del boletín oficial.

La apuntada dificultad se agrava en el caso del
decreto bajo examen que hace referencia a las pla-
nillas anexas a él, pero que no me fueron remitidas,
razón por la cual la sola lectura del articulo no per-
mite advertir qué parte del presupuesto nacional se
modifica.

Para ello se ha debido recurrir al Poder Ejecutivo,
por nota de la comisión bicameral permanente de
trámite legislativo, para que remita un informe deta-
llando los orígenes del incremento de recursos como
las aplicaciones en los gastos y el correspondiente
superávit fiscal. De las copias recibidas de tal in-
forme recién se pudo conocer el monto total de re-
cursos y gastos a los que alude el decreto 1108/07.
Sin embargo el informe del Ministerio de Economía
remitido no contiene los montos de fuentes finan-
cieras que permiten llegar a los $ 14.220 millones,
información que se pudo conocer directamente de
un informe interno de la comisión bicameral.

De todas maneras, y en primer lugar, surge del
texto del decreto que éste fue dictado en agosto de
2007, en pleno período de sesiones ordinarias del
Congreso (artículo 63 de la Constitución Nacional)
y sin que mediara ningún obstáculo que impidiera
el tratamiento de la iniciativa por parte del Poder Le-
gislativo.

En los considerandos del decreto se expresan nu-
merosas justificaciones para el dictado del mismo
como por ejemplo el objetivo de concretar una im-
portante cantidad de obras públicas y de infraes-
tructura energética, priorizando las acciones en ma-
teria de energía, vivienda, infraestructura vial y de
saneamiento. Asimismo, se argumenta que resulta
indispensable continuar con las acciones que se
vienen desarrollando en materia de mejora del trans-
porte ferroviario, automotor y aerocomercial.

Sin embargo, ni bien se examina cada uno de es-
tos argumentos, se advierte que en ninguno de los
casos se está frente a una verdadera situación de
necesidad y urgencia. Básicamente, porque se trata
de proyectos que, por la materia de que tratan, in-
dudablemente se conocen con bastante anticipa-
ción y no aparecen súbitamente.

Ese es el caso, por ejemplo, del Programa Nacio-
nal de Compensación Salarial Docente, creado por
ley 26.075, el cual lleva más de 18 meses de existen-
cia. En ese lapso, el Poder Ejecutivo contó con tiem-
po más que suficiente como para elaborar una ini-
ciativa legislativa para enviar al Congreso y lograr
su pronto tratamiento.

De igual manera ocurre respecto de la mención
en el decreto acerca de la necesidad de aumentos
presupuestarios para llevar a cabo nuevas obras
públicas. Por la propia naturaleza de las obras, es
evidente que se trata de realizaciones que requie-
ren estudios previos, anteproyectos, proyectos,
licitaciones y adjudicaciones, por lo que resulta in-
admisible su falta de incorporación en el proyecto
de ley de presupuesto para el ejercicio 2007, apro-
bado por el Congreso y sancionado como ley 26.198.

Obviamente se puede argumentar que la falta de
incorporación oportuna de las partidas respectivas
en la ley de presupuesto se debió a una proyecta-
da escasez de recursos. Así, en la misma línea de
argumentación, podrá decirse que durante el pre-
sente ejercicio se ha verificado un imprevisible au-
mento en la recaudación tributaria, producto del in-
esperado crecimiento de la actividad económica y
la aplicación de “eficaces acciones en materia de
administración tributaria y control de la evasión
impositiva”.

Pero ese argumento resulta poco creíble a la luz
de los cálculos y previsiones que habitualmente rea-
lizan tanto los funcionarios del Ministerio de Eco-
nomía como de las reparticiones estatales de cálcu-
lo estadístico. El aumento en ingresos derivados de
la percepción del Impuesto al Valor Agregado (IVA),
a las Ganancias y a los Derechos de Exportación
no surge súbitamente y en forma imprevista. Es pú-
blico y notorio que en esta materia, y dadas las con-
diciones económicas actuales, existe una cierta iner-
cia que permite anticipar adecuadamente el ritmo de
crecimiento de los recursos. Puede concluirse, en-
tonces, que aún exagerándose los criterios de pru-
dencia, se subestimó el cálculo de recursos para lue-
go recurrir al aumento del presupuesto en función
de la mayor masa recaudada.

Desde otra perspectiva, se puede intentar encua-
drar el análisis del decreto 1108/07 como un ejercicio
de las atribuciones conferidas al Jefe de Gabinete por
medio del artículo 37, tercer párrafo, de la ley 24.156,
modificado por la ley 26.124, popularmente conocida
como ley de superpoderes, y que le confiere a aquél
la facultad de disponer las reestructuraciones presu-
puestarias que considere necesarias dentro del total
aprobado por cada ley de presupuesto, quedando
comprendidas las  modificaciones que involucren a
gastos corrientes, gastos de capital, aplicaciones fi-
nancieras y distribución de las finalidades.

Sin embargo, tampoco es posible justificar la le-
gitimidad del decreto por esta vía, según surge del
segundo párrafo del citado artículo 37. En efecto,
ese artículo de la ley 24.156, modificado por el artí-
culo 1º de la ley nº 26.124 dispone que quedan re-
servadas al Honorable Congreso de la Nación las
decisiones que afecten el monto total del presupues-
to, el monto del endeudamiento previsto y el incre-
mento de las partidas que se refieran a gastos re-
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servados y de inteligencia, resultantes estas últimas
de las mejoras salariales a que se hizo referencia an-
teriormente.”

Por lo tanto, es forzoso concluir que, tratándose
de un incremento del monto total del presupuesto
producto de una mayor recaudación por sobre la
base presupuestada, corresponde al Congreso de
la Nación proceder a tal modificación, máxime cuan-
do el mismo está en período ordinario de sesiones
y no se dan las causales de necesidad y urgencia.

A partir de estos datos, es muy difícil encontrar
una causa súbita, urgente, imprevista e
impostergable que hubiera justificado la emisión del
decreto de necesidad y urgencia 1.108/07.

En este punto recuerdo que, conforme la inter-
pretación de la Corte Suprema, para que proceda la
emisión de un decreto de necesidad y urgencia es
preciso que "sea imposible dictar la ley mediante el
trámite ordinario previsto por la Constitución, vale
decir, que las cámaras del Congreso no puedan re-
unirse por circunstancias de fuerza mayor que lo im-
pidan, como ocurriría en el caso de acciones béli-
cas o desastres naturales que impidiesen su reunión
o el traslado de los legisladores a la Capital Fede-
ral" ("Verrochi", Fallos 322-1726, ya citado).

Sin embargo, en el caso bajo análisis, el presiden-
te tampoco ha intentado una explicación satisfac-
toria acerca de por qué es imposible seguir el trámi-
te previsto en la Constitución para la sanción de
las leyes. Sólo ha expresado esa imposibilidad como
una petición de principio, sin fundamento alguno.
Este vicio quita toda legitimidad a las medidas bajo
examen, porque, tal como se lo ha reconocido en el
derecho español  fuente de nuestro derecho en este
punto†que "la utilización de fórmulas rituales de una
marcada abstracción" en el dictado de decretos de
necesidad y urgencia, impide "todo contraste con
la realidad" y hace "prácticamente imposible el con-
trol constitucional" (Superior Tribunal Constitucio-
nal de España, en pleno, sentencia del 28/3/2007,
sobre el RDL 5/2002).

Por lo tanto, la decisión debería haber sido adop-
tada mediante una ley, en sentido formal y material,
dado que se trató de modificaciones de la ley n°
26.198 de presupuesto de la administración nacio-
nal para el ejercicio 2007 (artículo 75, inc. 8°, de la
Constitución Nacional).

5. Conclusión

La conclusión, luego del precedente análisis, es
que el Poder Ejecutivo dictó el decreto de necesi-
dad y urgencia bajo análisis sin que estuvieran re-
unidas las condiciones para ello y que, muy por el
contrario, lo hizo por razones de mera convenien-
cia, que es justamente lo que no debe hacer (CSJ,
Fallos 322-1726, consid 9°).

Desde un punto de vista formal, se observa que
el decreto ha sido dictado en acuerdo general de

ministros, ha sido firmado por el jefe de Gabinete
de Ministros y este mismo funcionario lo ha remiti-
do al Congreso dentro del plazo de diez días. Sin
embargo, se comprueba que esta comisión bicameral
no ha cumplido con el plazo de diez días hábiles
para expedirse acerca del decreto oportunamente
sometido a su consideración (conf. artículo 99 inc.
3 y artículo 18 de la ley 26.122).

De tal manera, se configura un grave incumpli-
miento al régimen constitucional y legal que regula
el trámite de los decretos de necesidad y urgencia.
Al mismo tiempo, dicha mora proyecta sobre la nor-
ma bajo análisis una irregularidad que atenta con-
tra su propia legitimidad y que puede generar con-
secuencias jurídicas sumamente perjudiciales. La
demora en el tratamiento legislativo de los decretos
de necesidad y urgencia hace nacer relaciones jurí-
dicas al amparo de un régimen de naturaleza inesta-
ble, las cuales pueden ser alteradas o aniquiladas
con el posterior rechazo del Congreso. Se abre ca-
mino, así, a eventuales demandas judiciales, y se
lesiona irremediablemente el valor de la seguridad
jurídica, que posee rango constitucional (CSJ, Fa-
llos 254-62 entre muchos otros).

Por otra parte, y tal como ha quedado demostra-
do en el punto anterior, resulta que tampoco se en-
cuentran cumplidos en el caso los recaudos sus-
tanciales, lo cual, por la materia de la que se trata,
resulta particularmente grave.

En efecto; la sanción de la ley de presupuesto,
expresamente encomendada al Congreso por el ar-
tículo 75, inc. 8°, de la Constitución Nacional, ha
sido considerada tradicionalmente como una “ac-
ción legislativa normal y primordial” y un “acto de
gran trascendencia política” (CSJ, Fallos 325-2394,
con especial cita de Juan A. González Calderón, "De-
recho constitucional argentino", t. III, 1923, p. 105).

No es admisible concebir a la ley de presupuesto
–bautizada con justicia “ley de leyes”– como un
instrumento meramente contable, que expresa las ci-
fras que habrán de percibirse y gastarse, y que pue-
de modificarse caprichosamente. Todo lo contrario.
Es un instrumento que está en la base del sistema
democrático y republicano de gobierno, mediante
la cual se procura que el Poder Ejecutivo siga polí-
ticas debidamente planificadas y consensuadas y,
a la vez, que la ciudadanía pueda ejercer un control
sobre la administración de los recursos públicos.

Por mandato constitucional los representantes
del pueblo están llamados a autorizar y controlar
al Poder Ejecutivo en el gasto e inversión de la ren-
ta nacional. Y tal proceso –por definición
indelegable–- debe hacerse de manera transparen-
te y por medio del debate público. Esa es la ten-
dencia que se observa en los sistemas políticos
más sólidos y en las constituciones más avanza-
das, tal como la de la Ciudad Autónoma de Bue-
nos Aires, que en su artículo 52 garantiza “el ca-
rácter participativo del presupuesto”.

OD 3219 DFM.pmd 04/12/2007, 01:47 p.m.24



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 3.219 25

De otro modo, la vida y los bienes de los argenti-
nos corren serio peligro. Así nos lo advierte Alberdi,
en una frase de singular actualidad: “en la formación
del Tesoro puede ser saqueado el país, desconocida
la propiedad privada y hollada la seguridad personal;
en la elección y cantidad de los gastos puede ser
dilapidada la riqueza pública, embrutecido, oprimido,
degradado el país” (Juan Bautista Alberdi, “Sistema
económico y rentístico de la Confederación Argenti-
na según su Constitución de 1853”, en Obras Esco-
gidas, t. IV, p. 124, Ed. Luz del Día, 1954)

Por tanto, cualquier intento de alterar la ley de
presupuesto nacional por fuera de los carriles
institucionales previstos por la Constitución debe
ser enérgicamente combatido.

Por todas las razones expuestas, se aconseja el
rechazo del decreto de necesidad y urgencia núme-
ro 1.108/07 bajo análisis.

Pablo G. Tonelli.

ANTECEDENTE
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 22 de agosto de 2007.
A la Comisión Bicameral Permanente del Hono-

rable Congreso de la Nación.
Tengo el agrado de dirigirme a esa comisión en

virtud de lo dispuesto por los artículos 99, inciso 3,
y 100, inciso 13, de la Constitución Nacional y por
la ley 26.122, a fin de comunicarle el dictado del de-
creto de necesidad y urgencia 1.108 del 16 de agos-
to de 2007 que en copia autenticada se acompaña.
Mensaje 355

ALBERTO A. FERNÁNDEZ.
Miguel G. Peirano.

Buenos Aires, 16 de agosto de 2007.
VISTO el presupuesto general de la administración

nacional para el ejercicio 2007, aprobado por la ley
26.198 y distribuido por la decisión administrativa 1
de fecha 15 de enero de 2007, y

CONSIDERANDO:
Que, con posterioridad al envío al Honorable Con-

greso de la Nación del entonces proyecto de
presupuesto para el ejercicio 2007, se otorgaron
diversas mejoras salariales para el personal de la ad-
ministración nacional que no se encuentran previs-
tas en los créditos presupuestarios correspondien-
tes al presente ejercicio.

Que, asimismo, los incrementos en las remunera-
ciones dispuestos en el corriente ejercicio para los
agentes que prestan servicios en la administración
nacional, empresas del Estado y otros entes contem-
plados en el artículo 8° de la Ley de Administración
Financiera y de los Sistemas de Control del Sector
Público Nacional, 24.156, y sus modificatorias tampo-
co cuentan con las previsiones presupuestarias para
atender el pago de las retribuciones pertinentes.

Que el artículo 9° de la ley 26.075 crea, en el ám-
bito del Ministerio de Educación, Ciencia y Tecno-
logía, el Programa Nacional de Compensación Sala-
rial Docente, cuyo objetivo es contribuir a la
compensación de las desigualdades en el salario ini-
cial docente en aquellas provincias que presentan
dificultades financieras.

Que en ese sentido resulta necesario incremen-
tar los créditos vigentes de la Jurisdicción 70 - Mi-
nisterio de Educación, Ciencia y Tecnología, a los
efectos de incorporar las sumas correspondientes
al ejercicio 2007, que permitan dar continuidad a los
compromisos asumidos por el Estado nacional con
relación al Programa Nacional de Compensación
Docente.

Que el gobierno nacional tiene como objetivo con-
cretar una importante cantidad de obras públicas y
de infraestructura energética, priorizando las accio-
nes en materia de energía, vivienda, infraestructura
vial y de saneamiento.

Que, asimismo, resulta indispensable continuar
con las acciones que se vienen desarrollando en
materia de mejora del transporte ferroviario, auto-
motor y aerocomercial.

Que, hasta tanto se realicen los análisis definiti-
vos de las necesidades presupuestarias para el ejer-
cicio 2007, resulta imperativo reforzar los créditos
presupuestarios necesarios para atender aquellos
casos de urgente asistencia financiera, a fin de evi-
tar dificultades en el normal funcionamiento de la
administración nacional.

Que mediante la ley 25.967 de presupuesto ge-
neral de la administración nacional para el ejerci-
cio 2005 se estableció un aporte al Tesoro nacio-
nal que debía efectuar el Instituto Nacional de
Asociativismo y Economía Social, organismo des-
centralizado dependiente del Ministerio de Desa-
rrollo Social.

Que en función de dicha norma, el instituto reali-
zó parcialmente el aporte, por lo que resulta nece-
sario incorporar al presupuesto vigente los crédi-
tos y fuentes financieras que permitan efectivizar el
saldo adeudado.

Que por el artículo 72 de la ley 26.198 de presu-
puesto general de la administración nacional para
el ejercicio 2007 se faculta al señor jefe de Gabinete
de Ministros a asignar al Programa 17 - Formación
y Sanción Legislativa de la Jurisdicción 1 - Poder
Legislativo nacional, la suma de pesos cinco millo-
nes ochocientos noventa y cinco mil ($ 5.895.000)
para el cumplimiento de los programas destinados
a personas de existencia ideal con personería jurí-
dica y sin fines de lucro, mediante asignaciones de
préstamos no reintegrables y/o con financiamiento
compartido.

Que resulta necesario reducir los aportes al Te-
soro nacional establecidos por la ley mencionada
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en el considerando precedente, que deben efectuar
el Instituto Nacional de Promoción Turística, orga-
nismo descentralizado dependiente de la Presiden-
cia de la Nación, y la Secretaría de Turismo, depen-
diente de la Presidencia de la Nación, por cuanto la
determinación de los mismos se originó en una
sobrestimación en el cálculo de recursos.

Que en atención a lo dispuesto por el artículo 76
de la ley 26.198 corresponde asignar la suma de pe-
sos trescientos mil ($ 300.000) al Programa 22 - Re-
visión de Cuentas Nacionales y pesos trescientos
mil ($ 300.000) al Programa 23 - Revisión de Cuen-
tas Nacionales, ambos dependientes de la Jurisdic-
ción 1 - Poder Legislativo nacional.

Que se deben incrementar los créditos vigentes
de la Jurisdicción 91 - Obligaciones a Cargo del Te-
soro, a los efectos de registrar las colocaciones de
títulos públicos, emitidos como consecuencia del
Programa de Reordenamiento del Sistema Financie-
ro previsto por el decreto 905 de fecha 31 de mayo
de 2002.

Que es necesario prever las autorizaciones para
registrar el costo de las colocaciones de bonos del
gobierno nacional bajo la par, realizadas durante el
ejercicio.

Que resulta necesario autorizar al Ministerio de
Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios,
en orden a lo dispuesto por el artículo 15 de la ley
24.156 de administración financiera y de los siste-
mas de control del sector público nacional y sus
modificatorias, para que proceda a iniciar la obra co-
rrespondiente a la ampliación y mejoramiento de la
Red Hidrológica Nacional.

Que durante el presente ejercicio se ha verifica-
do una mayor recaudación tributaria, no prevista en
los recursos del presupuesto vigente, producto del
crecimiento de la actividad económica y la aplica-
ción de eficaces acciones en materia de administra-
ción tributaria y control de la evasión impositiva.

Que en ese marco se aprecia un incremento en la
percepción de los ingresos provenientes principal-
mente de los impuestos al valor agregado (IVA), a
las ganancias y a los derechos de exportación y a
las exportaciones.

Que es necesario actualizar el cálculo de recur-
sos para el presente ejercicio a los fines de atender
las obligaciones mencionadas en los considerandos
precedentes que no cuentan con asignaciones pre-
supuestarias.

Que, por la incorporación de recursos que se con-
templa en el presente para el Instituto Nacional de
Tecnología Agropecuaria (INTA), para el Instituto
Nacional de Tecnología Industrial (INTI), para el
Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimen-
taria (SENASA), todos ellos organismos descentra-
lizados dependientes del Ministerio de Economía y
Producción, y para el Ministerio de Relaciones Ex-
teriores, Comercio Internacional y Culto, resulta per-
tinente exceptuarlos del aporte al Tesoro nacional

que deben realizar de acuerdo con lo previsto por
el artículo 9° de la ley 26.198.

Que el artículo 37 de la ley 24.156, modificado por
el artículo 1° de la ley 26.124, dispone que quedan
reservadas al Honorable Congreso de la Nación las
decisiones que afecten el monto total del presupues-
to, el monto del endeudamiento previsto y el incre-
mento de las partidas que se refieran a gastos re-
servados y de inteligencia, resultantes estas últimas
de las mejoras salariales a que se hizo referencia an-
teriormente.

Que la naturaleza excepcional de la situación plan-
teada hace imposible seguir los trámites ordinarios
previstos por la Constitución Nacional para la san-
ción de las leyes.

Que la Dirección General de Asuntos Jurídicos
del Ministerio de Economía y Producción ha toma-
do la intervención que le compete.

Que el presente decreto se dicta en uso de las
atribuciones emergentes del artículo 99, incisos 1 y
3, de la Constitución Nacional.

Por ello,

El presidente de la Nación Argentina, en acuerdo
general de ministros

DECRETA:

Artículo 1° – Modifícase el presupuesto general
de la administración nacional para el ejercicio 2007,
de acuerdo con el detalle obrante en las planillas
anexas* al presente artículo que forman parte inte-
grante del mismo.

Art. 2° – Exceptúase al Instituto Nacional de Tec-
nología Agropecuaria (INTA), al Instituto Nacional
de Tecnología Industrial (INTI), al Servicio Nacional
de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA),
todos ellos organismos descentralizados dependien-
tes del Ministerio de Economía y Producción, y al
Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Inter-
nacional y Culto, de efectuar el aporte a favor del Te-
soro nacional establecido en el artículo 9° de la ley
26.198 de presupuesto general de la administración
nacional para el ejercicio 2007, por la incorporación
de recursos contemplada en la presente medida.

Art. 3° – Establécese que el aporte a favor del
Tesoro nacional que debe realizar la Comisión Na-
cional de Comunicaciones, organismo descentrali-
zado dependiente del Ministerio de Planificación
Federal, Inversión Pública y Servicios incluido en
las planillas anexas* al artículo 1° del presente de-
creto, deberá ser cancelado en cuotas mensuales
iguales y consecutivas en el curso del ejercicio 2007,
operando el primer vencimiento al mes siguiente de
la suscripción de la presente medida.

Art. 4º – Disminúyese el aporte al Tesoro nacio-
nal establecido por la ley 26.198 de presupuesto ge-
neral de la administración nacional para el ejercicio
2007 que deben efectuar el Instituto Nacional de
Promoción Turística, organismo descentralizado de-
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pendiente de la Presidencia de la Nación, y la Se-
cretaría de Turismo, dependiente de la Presidencia
de la Nación, de acuerdo al detalle obrante en las pla-
nillas anexas* al artículo 1° de la presente medida.

Art. 5° – Incorpórase a la planilla anexa* al ar-
tículo 12 de la ley 26.198 de presupuesto gene-
ral de la administración nacional para el ejerci-
cio 2007, el proyecto detallado en la planilla
anexa* al presente artículo que forma parte inte-
grante del mismo.

Art. 6° – Dese cuenta al Honorable Congreso de
la Nación.

Art. 7° – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.
Decreto 1.108

NÉSTOR C. KIRCHNER.

Alberto A. Fernández. – Aníbal D.
Fernández. – Jorge E. Taiana. – Nilda
C. Garré. – Miguel G. Peirano. – Julio
M. De Vido. – Alberto J. B. Iribarne. –
Carlos A. Tomada. – Alicia Kirchner. –
Ginés M. González García. – Daniel F.
Filmus.

* A disposición de los señores senadores en la expedien-
te original.
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